
/03 

25, 
Universidad Nacional Autónoma de México 

FACULTAD DE DERECHO 

LA PROTECCION ADMINISTRATIVA 
DEL CONSUMIDOR EN EL CONTRATO 

DE COMPRAVENTA 

TESIS PROFESIONAL 

Que para atener el titulo de 

LICENCIADO EN DERECHO 

P R E S E N T A 

FABIOLA LORENA CALZADA ESCOBEDO 

México, D.F. 1988 



UNAM – Dirección General de Bibliotecas Tesis 

Digitales Restricciones de uso  

  

DERECHOS RESERVADOS © PROHIBIDA 

SU REPRODUCCIÓN TOTAL O PARCIAL  

Todo el material contenido en esta tesis está 

protegido por la Ley Federal del Derecho de 

Autor (LFDA) de los Estados Unidos 

Mexicanos (México).  

El uso de imágenes, fragmentos de videos, y 

demás material que sea objeto de protección 

de los derechos de autor, será exclusivamente 

para fines educativos e informativos y deberá 

citar la fuente donde la obtuvo mencionando el 

autor o autores. Cualquier uso distinto como el 

lucro, reproducción, edición o modificación, 

será perseguido y sancionado por el respectivo 

titular de los Derechos de Autor.  

 



l.A PROTECCION ADMINISTRATIVA DEL 

CONSUMIDOR EN EL CONTRATO 

DE COMPRAVENTA 

INDICE 

- INTRODUCCION 

CAPITULO 

l. l HISTORICOS 

1.2 JURIDICOS 

A) BREVE REFERENCIA A I.A PRDTECCION DEL 

CONSUMIDOR. 

B) BREVE REFERENCIA AL CONTRATO DE COMPRA 

VENTA Y SU REGULACIOH JURIDICA. 

C) EL CONTRATO DE COMPRAVENTA EN EL DERECHO 

PUBLICO Y PRIVADO. 

CAPITULO JI 

2.1 I.A PROTECCION AL CONSUMIDOR EN OTROS PAISES 

2. 2 ORIGEN DE I.A PROTECCION AL CONSUMIDOR EH 

MEXICO. 

A) EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA LEY FEDERAL DE 

PROTECClON AL CONSUMIDOR. 

PAGINA 

l. 

3 

4 

B 

9 

l.2 

17 

20 

22 

31 

33 



B) LA REGULACIOll JURIDICA VICEJITE. 

2. 3 LA NECl!SIDAD DE lmGIJLAR LA PllOJECCION AL 

COICSUUDOR. 

CAPITULO HI 

3.1 ¿ QUE Til'O DE EJITlDAD l!S LA P90CUllAIJURIA 

FEDERAL DEL 1)11$1M i i.)R ? 

A) ¿ ORGAlfililE DESCZllJ1IALIZA ? 

B) ¿ ES IRA AIJl'ORillAD ? 

C) TRIBlMAL AmDnSnlATI"VO 

3.3 NATURALEZA .JURIDICA DE LA P90CURADURIA 

F'EDF.RAL DEL COISIMIDOa. 

PAGIJIA 

36 

38 

40 

41 

42 

50 

53 

58 

60 

62 

63 



CAPITULO IV 

EL PROCEDINIENTO DE PJl011:CCIOH AL CONSU­

IUDOR EN EL CONTRATO DE COllPRAVEllTA. 

4.J. ¿ ES UN PROCEDillIENTO ADMINISTRATIVO O ES 

UN AUTENTICO PROCESO INSTRUllEHTAL ? 

4. 2 IRREGULARIDADES E IHKFICACIAS DEL PROCE­

DIIUENTO ADMINISTRATIVO EN LOS CONTRATOS 

DE COMPRAVENTA. 

CAPITULO V 

PERSPECTIVAS DE LA PROT!!CCIO!i AL CONSlMIDOR 

&H llEXICO. 

A) ACTIJALIZACION JURIDICA 

B) PERSPECTIVAS DE LA PROTECCION AL CONSUMI­

DOR. 

CONCLUSIONES 

BIBLIOGRAFIA 

PAGINA 

64 

70 

78 

84 

91 

92 

106 

110 

117 



INTRODUCCIDN 

La incesante creaci6n de normas legale~ que ha caracterizado -

al sistema jurídico mexicano durante varias décadas, ha provocado -

la existencia de disposiciones jurídicas de toda índole, que si - -

bien muchas veces se rigen por prJ.ncipios dif'erentes, generalmente­

propician divergencias en su aplicaci6n al considerarlas como de d!:_ 

recho privado, de derecho público o del reciente llamado derecho a~ 

cial. 

La tradicional y discutida separación entre el derecho público 

y privado resulta insu!'iciente, respecto de actos jurídicos regula­

dos por la Ley Federal de Protecci6n B.l. Consumidor; aunque se ha r~ 

conocido la inf'luencia y repercusi6n del derecho público en el pri­

vado y viceversa, pero ahora máa que una repercusión, se está ante­

una directa regulación de carácter social en lao enajenaciones de -

bienes en la prestación de servicios, y en el uso y goce temporal -

de los mismos. 

De ahí que se deba hablar, aunque sólo sea para e:fcctos práct! 

coa y con re.t'crencia individualizada a la Ley Federal de Protección 

al Conoumidor, de relaciones jurídicas ya sean públicas o privadas­

pero que eotán públicamente controladas. 

La estructura jurídica tradiconal ha evolucionado en el prcae!! 

te siglo, más en el caso de México con las recientes ref"ormas al P2. 

dcr judicial, no obstante la situaci6n del consumidor no ha pareci­

do mejorar; por lQ que el Estado a través de insti tucioncs u orga­

nismos descentralizados ha procurado la det'ensa de los particulares 

en el consumo. 
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La evoluci6n del derecho se ha perfi.lado con una intervenci6n 

cada vez mda intensa de la Administrac16n Pública en la esrera so­

cial, econ&nica y cultJJral de los administrados, como una cense- -

cuencia del deQarrollo. 

Una de las razones par!'.' la reali7.aci6n de este trabajo es fu!! 

damentalmente llegar a conclusiones vilidas que de alguna aanera, 

sin pretender una crítica ociosa, resulten interesantes a1 lector 

y den base a la protecci6n administrativa que se espera para el -

conaUJDidor, a quien debe consider6rsele como un ente no s6lo de de­

rechos sino ta:llbit;:n de obligaciones. 



CAPITULO l 

ANTECEDENTES DE LA PROTECCIOll AL CONSUllIDOR. 

1.1) lllSTORlCOS 

1.2) JllRIDICOS 

A) BREVE REFERENCIA HISTORICA DE LA PROTEQ 

CION AL COHSUllIOOR. 

B) BREVE REFEREHCIA AL COllTl!ATO DE Cl*PBA­

VEllTA Y/O SU REGULACIOll JllRIDICA. 

C) EL CONTRATO DE COllPRAVEllTA EN EL DERECHO 

PUBLICO. 
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En el derecho romano surgen una serie de instituciones que hnn 

servido como fuente y booe de nuestra legielaci6n IZ\Od'crno., ai:>ortan­

do una decisiva estructur-aci6n en las codif'ícaci~nes civiles y mer­

cantiles, asi como poatoriormcnte, en las leyes de protecci6n al -

consumidor. 

En Roma no existía un derecho protector del conewnidor, pero -

el derecho civil romano contiene di versas tutelas que trataron de -

proteger al pueblo romano en relación al precio de mercancíaa, san­

cionándose severamente los abusos cometidos en los precios de bie­

nes o servicios. 

En los actos comerciales cada una de 1as partes debía cuidar -

de sus propios intereses por lo que hacían uso de1 regateo a través 

del cual se determinaban en def'ini ti va los precios de bienes y ser­

vicios, estableciendo medidas protectoras en les relaciones contra2 

tun1es, verbigracia, 1a tutela de la buena 'f'é, la prohibici6n del -

dolo malo, las acciones derivadas de los vicios ocultos, el sanea­

miento para los casos de evlcci6n y las conetantes limitaciones a 

la usUra, entre otros. 

Lcdesma Uribo opina que con el artículo 5° de la Ley Federal -

_ de Protecci6n a1 Consumidor se suprime deCini ti vamente la toleran­

cia secular que se había mostrado hacia e1 dolo bueno. Las actua­

les circunstancias de la oferta y la demanda con la característica 
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del viejo regateo que as! lo aconsejaba. 

Con los artículos 6, 10, 11, 12 y 13 del mismo ordenamiento -

rea:finnan en dif'erentcs hip6tesis la exigencia imperativa de la -

buena f'é. A prop6sito del artículo 12, se recuerda a aqu61.los - -

"servi pilati 11 de la que habla Aulo Gclio que se vendían en el me!: 

cado con un gorro en la cabeza (pilus) para denotar a1 comprador -

que no respondía del derecho enajenado para el caso de evJ.cci6n. 

Con el artículo 18 se hace ref'erencia a aquélla ·disposici6n -

establecida por el pretor a f'avor de quien hubiese cuq>lido con su 

obligación en un contrato innominado sin verse f'avorecido por la -

contraparte. El pacto coaú.siorio tácito que pas6 al artículo 1949 

del. Código Civil vigente. El artículo 19 repite uno vieja pres- -

cripci6n roaana en materia de error, mientras que los artículos 20 

y 21 reaf'irman de nuevo la Obligatoriedad de la buena fl! en la CO!! 

trataci6n. 

Los artículos 21, y del 23 a1 29 de dif"erentc *>do, pero con­

templando hip6tesis homogéneas, reiteran diversas nonnas romanas -

materia de intereses que quedaron bien delineados en tiespos del -

derecho romano. 

El articulo 30 comprende la " condictio sine causa " para el 

caso del pago de lo indebido. Y el artículo 31 nuevwnente vuelve 

al pacto co.ieorio tácito que de manera tan magistral fUé ideado -

por el edil para proteger nl comprador de una mercancía que adole-: 

cía de vicios ocultos, norma extraída del edicto del edil que se -
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encuentra presente en la legislación civil. 

El nrt!culo 32 se ref"iere a la ejecuci6n f'orznda o indemniza-

ci6n para el caso de inexactitud en la medici6n de las mercancías. 

En el derecho romano el error en la mercancía solía ser fuen-

te de la rectif"icaci6n correspondiente en la mayoría de los casos. 

Una norma perfecta desde el punto de vista de su eanci6n, en 

ocasiones :fué y ha sido considerada " plus quan pcrf'ecta ". El ar­

tículo 33 de la Ley Federal de Protección al Cons~idor continúa -

en la misma direcci6n y el artículo 34 plantea la necesidad de es-

tablecer plazos breves en la duración de las acciones para mejor -

detenninor el alcance de laa situaciones de derecho. 

El articulo 38 nos ubica en la época de apogeo de la li tcral! 

dad en el deudor que no caía en mora si el acreedor oe negaba sin 

jueti:ficaci6n a extenderle el recibo de pago. 

El artículo 39 reí tera una vez más, la vigencia de la buena -

fé, y los artículos, 40 y 41 1 recuerdan la efectividad de la causa ... 
objetiva del contrato. El articulo 48 sin presentar antecedentes 

en derechos anteriores a la época moderna, aprovecha una vieja ex-

periencia en parte usada por los romanos, que consiste en el rCCtJ!: 

so de imponer alguna modalidad al per:feccionamiento del contrato -

para la mejor tutela de algún interés. 
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Por su parte el artículo 49 exige la correcta ostentaci6n de -

ln representaci6n y el artículo 55 emplea la noci6n de rcsponsabil!. 

dad civil aquiliana en benef'icio del coneum.idor y la reaponsabili-

dad quasi contractual como resultado de la conducta " in cligendo " 

o " in :faciendo " dentro del proceso comercial o industrial. 

El artículo 56 exige el respeto a lo estiplllado en el dcp6si to. 

El artículo 63 atribuye facultades para combatir la lesi6n a la ~ 

curaduría Federal del Consumidor¡ y el 64 reí tera la necesidad de -

la buena :fé y del uso del idioma naciona1 pnra asegurar la debida -

inteligencia de la publicidad, es decir, a contrario seneu excluye 

la posibilidad de error de hecho. 

También el magistrado romano solía usar l.as mcdidlw de apremio 

o sanciones que se incluyen actualmente en el artículo 66. 

Los artículos 91., 92 y 97 establecen la f"unci6n del recurso y 

de la cosa juzgada de idéntico 1n<Jdo al que se acos tumbr6 en la Rooia 

del procedimiento extraordinario en el que encontramos la médula -

del proccao contemporáneo. 1 

5e puede at'irmar que el. principal baluarte de la Protecci6n al 

Consumidor, desde Roma ha sido la tutela de la buena f'é. 

1 Ja;ús lalcBm lkibe, llaaos ICnml'sticas de la LegU¡liciát Prot«:txra del Cl:rnml 

~ m Jurídica, m..er.io del tq:.ar: la1Ullo de D?nx:to 00 la lhi\.Ulll.OOd ~ 

rican. rt>. U, Julio de 1979, p.p. 362 y 3>'3. 
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1.2) JURIDICOS 

La Procuraduría Federal del Consumidor es wm dcri vaci6n del -

ombudsman sueco-f'inlandés que ejercía funciones de representante de 

los ciudadanos afectados por actos de los f'uncionarios públicos co­

metidos en exceso de sua :facul tadcs. 

No vale pues el ombudsman, como inatituci6n exclusivamente p~ 

tcctora de los consumidoreo 1 oino de loe ciudadanos en general. En 

cambio, en el sistema anglosajón el consumer ombudaman realiza tm -

papel específico que consiste en velar por los intereses de los co~ 

sumidorcs. 

A veces se piensa que el ombudsmnn es el jue civile, en el que 

los gobernados gozan de un sistema desarrollador de derecho admini! 

trativo. Ciertamente, la figura que se ha di:Cundido con mayor ráp! 

dez en loo países del common law, sin embargo, se origin6 en un - -

país de jus civile (Suecia) y muchns otraa naciones la han acogido, 

como Francia que la adopt6 en 1973 bajo la mediaci6n de la médiatu-

re. 

La taren más imprtante que se atribuy6 el cargo, en 1713, y -

ejercido por el Procurador supremo (Hl:Sgte Ombudsman) la de su-

pervisar el ampliamiento de las leyes y reglamentos, cuidando que -

los servidores públicos desempeñen su trabajo adecuadamente. 

Respecto a los controles judiciales, en nuestro país, históri­

camente los más antiguo!'t, comunes y utilizados hasta que se inicia­

la etapa de la Protección A.1ministrativa del consumidor, son el Ju! 

cio civil ordinario y el juicio de responsabilidades. 
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A) BREVE REFERENCIA HISTORICA DE LA PROTECCION AL CONSUMIDOR 

Varios países han legislado en materia de protecc.ión al consu-

midor • teniendo como f'ucnte principal la neceaidad de proteger al -

consumidor, en virtud de los abusos cometidos por los comerciantes. 

11En Alemania, la Ley contra la competencia dcslea1 de 1909 ref'orma-

da en 1970 prevé las aoociacioncs de consumidores, las que actúan -

en virtud de unn aí"ectaci6n individual de sus miembros y en el co---

lectivo según ous estatutos buscando la expedici6n de regulaciones-

generales" • 
2 

En Estados Unidos de Norteamérica la protecci6n tiene lugar -

desde la Ley de 1872 relativa a los actos fraudulentos de comercio. 

En 1887, la Ley Federal creó la comisión de Comercio entre los. Es't!! 

dos, que reglamenta o f'iscalizn el tráf'ico ferrocarrilero. En 1914 

se cre6 la Federal Tradc Commiaaion para aplicar las leyes antimon~ 

p6licas, la cua1 elabor6 el C6digo para caracterizar la publicidad-

engañosa. 

Guido Alpa, sei\ala que el movimiento de loa consumidores "f'ué-

introducido en Europa desde Estados Unidos, donde se origin6 en - -

1928, con la fundaci6n de una Organización conocida como "Consumer 

Uni6n11 (Uni6n de consumidores). 

2 li..rrberb:> IH.seib Sierra, )brrr.ia, f'i::Ncn:> ~ ~aro de ~ Proc:a3al. 

ICvista a, 1a Faalltm .x. Donxh> rnAM. ""'· llll4. p.p. ':Hl, :Hl. 
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Y en cuanto n las primeras organizaciones de consumidores Guido Alpa 

dice: "en 1947 se cre6 en Europa el Consejo Danés del Consumidor 

Forbrugeraadct ) , primero. organizaci6n privada de consumidores" .. 3 

Rccascnn Siches noe ref'icre, que en Colombia un decreto en 1947 

declara ilegal bajo sanciones penales, envases de medicamentos, ali-

mentes y cosméticos. así como también cualquier clase de anuncio es-

cri to u oral tendiente a animar a loo consumidores a que crean que -

esos preparados son los únicoa c:fico.ces e inf'alibles, y prohibe de -

igual modo cualquier propaganda que exagere las cualidades del pro-

dueto respecto de su origen, fuente y método de preparación. 

El mismo Recaaens sef\ala que "una nueva Ley sueca, promulgada 

en 1955, sobre las marcas y etiquetas do productos alimenticios, 

di apone que es ilcga1 publicar en el envase o cnvo1 torio del produ!:_ 

to, o en anuncios. nada que contribuya a hacer creer que la ~ercan-

cía vendida constituye algo di:ferente de 1o que en realidad es" .. 4 

3 G.IÜb Alpa, la Protccclén mi Onll!ñclr en llrcpa, lblelo de l.eg!sl.aclfu cetatnl. 

y Diroctiva de Ja O:m.ni<hd F.cxn'iaic:a &irqm. &lit. !lela !JIÉ!pl, l!Bl, p. 23 

4 Luis ~ Siches, Derecho - de la; Cl:re.mid:rm. &lit. lblet!n mi -
InstibrtD de Derecho Cl:npando de IE>doo. lfixioo. /ro X l'b. 29 J!El. 
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11Dinamarca ha creado eu Ombudsman del consumidor y en 1975 una 

oficina de reclwrmciones para el mismo, .mientras que el Reino Unido 

ha instituido Wl procedimiento especial de arbitraje para los recl_! 

mos poquef'ios". s 

Los antecedentes muestran evidencias ele que la protección al -

Consumi.dor, de di versos po.ísc~ datan de f'ines del eiglo pasado y -

han estado a :favor de aumentar tal protecci6n. 

5 lbiOO.. ·""· cit; p. 49 
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El contrato de compraventa es de los más usuales y estadístic,!! 

mente puede decirse que es de los más numerosos; su 1"unci6n econó­

mica es crear el medio de o.propiaci6n y dis.fMJte de una riqueza -

creada jurídicamente. En la acttialidad, la compraventa ea el me­

dio primordial de la adquisición del dominio; constituye el proto­

tipo de los contratos traalo.tivos de dominio, e impcnc sus normas 

a los contratos que tienen ésta f'inalidad; a\lllque con modalidades 

de mayor o menor importancia, sirve de régimen n los contratos de 

permuta, donaci6n, mutuo, sociedad, transacción y renta vitalicia. 

Este contrato rcsult6 de la evoluci6n del trueque o permuta -

cuando apareció la moneda como común denominador de los valores de 

cambio; en el derecho romano la venta, a dif'erencia del derecho ~ 

derno, tenía únicamente ef"ectos obligatorios, es decir que no der.!_ 

vaha de ella ningún derecho real n f'evor del comprador sino s6lo -

obligaciones recíprocas entre las partes ya que el comprador no a,!! 

quirie el 11dominium11 sobre la cosa, sino únicamente derechos de -

crédito que podían hacerse valer exclusivamente f'rente al vendedor 

ya que quedaba obligado, ante todo, a entregar la cosa vendida nl 

comprador. La entrega atribuía al comprador la pacít"ica posesión -

de la cosa "habcre licere" y el vendedor no se obligaba a transt"c­

rir la propiedad, sino sólo a procurar la pooesión pacíf'ica, es -

decir estaba obligado a un 11 fncerc 11 y no a un 11dare" esto es, a h! 

cer que el comprador saliera victorioso en el juicio posesorio que 

eventualmente un tercero le promoviera en su contra. 
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La pacífica poaesi6n tihabere licere11
1 se atribuía mediante la 

"traditio" a la cual se distinguía do la otra "tradltiou.que impl!, 

ceba transmisión de propiedad, por lo que la primera consistía en 

un "tradere" vacuam pcssesionen", es decir la entrega de una escu~ 

ta poseni6n. 

La compraventa actuo..laente está considerada como un contrato 

por inedio del cual uno de loa contratantes l~nsnado vendedor se - -

obliga n trrumferir le. propiedad de una cosa o la titularidad de -

un derecho a otro 1 llamado c~rador, quien se obliga a pagar un 

pr-ecio cierto en dinero (Art .. 2248 e.e. ) . Por su naturaleza es -

un contrato traslativo de dominio, clasificado COOK> bilateral, co!! 

nitativo, oneroso, llom.inado y general.mento consenaua1 trat6ndose -

de bienes muebles, y Cormal cuando se trata de inmuebles .. 

Dentro de las especies de este contrato se distingue: 

La coatpraventa volWttaria y la necesaria, dif'ercnciadas en la 

espontaneidad del consentimiento del vendedor• en el segundo caso 

estamoa trente a una f\Jerza jurídica coereitivn .. 

La compraventa privo.da o pública, según sea realizada entre 

las partes o en almoneda pública al mejor postor .. 

La COillpraventa judicial o extrajudicial según intervenga o no 

la autoridad judicial en la realización del contrato. 
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Compraventa civil o mercantil, siendo esta Última la realiz! 

da con propósito de ejecuci6n comercial o entre comerciantes. 

Los elementos de válidez y de existencia de la comprtavcnta; 

El contrato de compraventa debe reunir determinados elemen­

tos o requisitos para su perfeccionwnien~o. De acuerdo con la -

doctrina puede hablarse de elementos de vlilidez como la capacidad 

general para con~ratar y para transmitir el dominio de la cosa, -

en el caso del vendedor, y para adquirirlo, en el caso del compr!! 

dor. 

La f"orma, tratándose de bienes muebles no se requiere :forma­

lidad alguna como establece el artículo 2316 del C6digo Civil; -

sin embargo cuando versa sobre bienes inmuebles o derechos reales 

cuyo valor sea hasta de quinientos pesos deberá realizarse en do­

cumento f"irmado ante dos testigos y ratif'icado ante notario. Art. 

2317 C. Civil. Si el valor excede de esa cantidad deberá reali­

zarse en escritura pública, según dispone el art. 2320 del Código 

Civil, excepto cuando se trate de enajenaciones para la consti tu­

ción del patrimonio f'amiliar en los términos del párrafo segundo­

del art. 2317 del C. CiviL El objeto, se compone de la cosa y -

el precio. La primera debe cumplir con los requisitos de ser lí­

cita y estar dentro del comercio aa. 1894 y 1795 e.e.; el segundo 

deberá ser cierto y en dinero. Art. 2248 C. Civil. 

La ausencia de vicios de la Voluntad, que se calificará de -

acuerdo 'a lns reglas generales. Art. 1812 al 1823 dC>l Códice Ci-­

vi l. 
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Por lo que hace a loo elementos de existencia en este contrato se -

tiene· un acuerdo de voluntades con el objeto directo de celebrar un 

contrato traalotivo de dominio y las modalidades a que se esté suj~ 

to. El objeto indirecto se compone de la cose y el precio. 

Las obligaciones del vendedor son: 

a) Transm.itir la propiedad de la cosa o la titularidad del de­

recho 1 obligaci6n que 1 por regle general, se cumple por efecto del 

contrato, excepto en los casos de compra de géneros a. 2015 e.e., -

de cosas futuras o de espernnzn aa. 2309, 2792 1 2793 e.e; de loo -

contratos sujetos n modalidades; o de la tranemisi6n de titulas de 

crédito. 

b) Conservar la cosa, el vendedor ..es deudor de l.a coaa y su -

pérdida en poder de éste se presume pOr culpa su.ya mientras no se -

demuestre lo contrario. 

e) Entregar la cosa a. 2283 f'rac. I, a. 2292 del C6digo Civil, 

Que puede ser real, jurídica o vir\."'Ual. El primer caso se· ref'"iere 

a la entrega material, el aegundo a la consideración legal de que -

ha sido recibida por el comprador y que ln. cosa ha quedado a su di_! 

posición. La lcgislaci6n establece que la cosa deberá ser entrega­

da en el estado en que se encontraba al perfeccionarse el contrato 

junto con los productos y !'rutas, en el tiempo y lugar convenido. 

A .falta de convenio se deberé. entregar la cosa 30 días despuéa de -

la interpelación y el lugar donde se encontraba al momento de real! 

zarse el contrato. 
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d) Garantizar las calidades de la cosa y responder por los vi­

cios ocultos, y 

e) Prestar la evicci6n. 

Respecto a las obligaciones del comprador: 

a) Pagar el precio en el lugar, tiempo y formas convenidas como 

lo establecen los artículos 2293 y 2300 del Código Civil., 

b) Las deaiás lícitas n que se haya obligado. artículo 2293 C6d! 
go Civil. 

Las modalidades del contrato de compraventa: 

La compraventa a vistas, que se presenta doctrinnlmente como 

Wl8 condici6n suspensiva; a. 2257 c. Civil; 

La compraventa sobre muestres, es generalmente sujeta a tér­

mino cuando no se tiene la cosa misma a l.n vista, a. 2258 del C. Ci­

vil. 

La compraventa al acervo o a precio alzado; 

La compraventa con pacto de no vender a persona determinada 

art. 2301 del C. Civil. 

La compraventa con derecho de pref'erencia por el tanto, re~ 

lada en los artículos del 2303 al 2309 C. Civil, en donde el vende­

dor está obligado a ejercer su derecho dentro de los tres díus tra­

tándose de inmuebles, a partir del día en que el comprador le hace -

saber la of'ertn que tiene por la cosa .. 

La compraventa de esperan2a establecida en los artículos - -

2309, 2792 y 2793 del C. Civil, que tierE por objeto la adquioici6n -

de los :frutos que WlB cosa produzca en el tiempo f'ijado, tornando el 

comprador el riesgo para sí en cano de que no lleguen a existir, o -

bien los productas inciertos de un hecho que pueden estimar-se en d! 

nero; 

La compraventa en abonos, tecnicamente está sujeta n la con­

dición resolutoria de que el comprador no pegue puntualmente los ab~ 

nos; y, la compraventa con reserva de dominio, prevista en los - - -

articulas 2312 a 2315 del C .. Civil 
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C) EL CONTRATO DE COMPRAVENTA EN EL DERECHO PUBLICO 

Según ha quedado dclimi tado el concepto respecto de la compra­

venta de derecho privado 1 corresponde ahora tratar brevemente la ~ 

nera en que se realiza en el derecho público. 

Ln Administraci6n Pública y los 6rganoa del Estado en general­

para ef'ecto de realizar el cumplillliento de sus :fines utiliza innllm!. 

rebles instrumentos jurídicos en el desarrollo de sus actividades,­

lo cual ha comprendido nuevas concepciones 1 ya sea para obtener de­

los particulares los medios econ6micoa y la prestnci6n de servicios 

que requiere, o bien a través de contrataciones que ubican al Esta­

do en su carácter de persona moral sujeta a las nonnas del derecho­

común. 

El Estado no siempre actúa en forma imperativa, sino que soli­

cita de los particulares, ya sean personas f"ísicas o morales, que -

en forma conciente o voluntaria concurran a la realizaci6n de dete_r 

minadas obras, ·ya produCiendo o a la prestación de servicios, ya -

sean personales o servicios públicos .mediante el instrumento jurid.! 

co que constituyen los convenios y contratos, ea decir, entre la A!!_ 

ministración Pública y los particulares. 

Según la doctrina predominante se aplican los principios del -

derecho civil a los elementos de los contratos administrativos en -

esto aunque no es posible af'irmar la absoluta igualdad de las par­

tes en un contrato de esta naturaleza pues si la Administración 

Pública ne sujeta a normas de Derecho Privado no deja de f'ormar 
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parte del Estado y éste no pierde su personalidad 1le derecho públi­

co, toda vez que di:ffcilmcnte pueden aplicarse al Estado los proce­

dimientos de ejccuci6n y apremio, que sí pueden invocarse entre Pfl!: 

ti cu lares. 5a. 

Los contratos de la Administración se preocntan bajo dos for-

distintaa. Por una pnrte, la adminiotrac16n puede realizar ous 

negocioo jurfd,tcos con los particulare~.. tal como están regidos en 

el Código Civil, en ef'ecto. la adminiatrac16n puede comprar un bien 

inmueble o mueble y puede vender productos del dominio privado del 

Estado¡ así tenemos que la transf'erencia de loo bienes del dominio 

privado de la Fedcraci6n está sujeta, en general a normas de dere­

cho público; cuando la Fcderaci6n vende los inmuebles del dominio -

privado esta venta se rige por normas de derecho públic_o, con moda­

lidades de derecho privado, así también serán de derectio privado -

las compraventas de bienes inmuebles o muebles que constituyan el -

patrimonio de establecimientos públicoo deocentralizadoe creados -

por la Ley Federal, excepto que sean asignados nicdiante el decreto 

respccti vo. 

A mayor abundamiento para los efectos de reglamentaci6n de los 

contratos de compra.venta en el dcx·ccho público, exieten diversos º!: 

denamientos jurídicos que lo regultm entre los que se destacan la -

Ley General de Bienes Nacionales publicada en el Diario de la ~·ede-

ración con !'echa 6 de Enero de 1982, en sus artículos 12 f'racciones 

II y IV 1 13 y 14 en el capítulo de adquisiciones de bienes inmuc- -

bles. 

5a. Inn.nich:I del F.stado artículo 4° Cl5d4P Federo! oo Proaxlimimtns Civiles. 
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loa artículoo 64, 65, 66, QI, 68, m, 71 y 72 de la. enajenación de los inmue­

bles del dominio privado, los artículos 78 y 79 de los muebles del.­

dominio privado. La Ley de Adquisiciones, Arrendamientos Y Presta­

ción de Servicios Relacionados con Bienes Muebles, publicada en el­

Oia.rio Oficial de la Federación el día 8 de febrero de 1985, en eua 

artículos lo, 20, 22, 26, 27 ,30 y 32. 

Al respecto es pertinente seria.lar que el artículo lo. párra.ro­

segundo, de la LeY Fedora1 de Protecci6n a1 Consumidor, establece -

que n falta de competencia específica de determinada Dependencia -

del Ejecutivo Federal, corresponder& a la Secretaría de Comercio y­

Fomento Industrial la apl.icaci6n y vigilancia en la esfera adminis­

trativa de dicha Ley. 

Respecto a los contratos de compraventa en el derecho público, 

como ha quedado asentado se hn csto.blecido cuolee son loe ordena- -

mientos juridicos que regulan esas operacionco y· la.a autoridades a­

quienes concierne el cumplimiento con los requisitos y t"ormalidades 

correspond~entes, y como consecuencia de ello se excluye a la Secl"!. 

ta.ría-de Comercio y Fomento Induotrial y a lo. Procuraduria Federal­

del Consumidor. 



CAPITULO II 

LA NECESIDAD DE PROTEGER AL CONSUMIDOR 

2.1 LA PROTECCION AL CONSIJllIOOR EN OTROS 

PAISES. 

2. 2 ORIGEN DE LA PROTECCION AL CONSUMI­

DOR EN JIEXICO. 

A) EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA LEY 

FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMf 

DOR. 

B) REGULACION JURIDICA VIGENTE 

2.3 LA NECESIDAD DE REGULAR LA PROTECCION 

AL CONSUMIDOR. 
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11 El Estado ha dejado de ser un espe~ 

tador de la vida social, para conver­

tirse en el actor, no para absorver a 

la persona humana, sino para crear -

las basee que permi tan al hOl'lbre cum­

plir su destino absoluto". 6 

LA NECESIDAD DE PROTEGER AL CONSUll(IDOR 

En concordancia con Mario de la Cueva, la incesante creación y 

evolución de las normas legales que ha caracterizado a nuestro sis-

tema jurídico, ha provocado la existencia de disposiciones jurídi-

cae de toda índole; muchas veces eotructuradas por principios dif'e-

rentes que propician divergencias en la aplicaci6n de normas canee.e, 

tuadas como de derecho privado, público o del reciente llamado del'!. 

cho social. La Ley Federal de Protecci6n al Conoumidor, es un ins-

tnmento jurídico que no escapa de esta característica, de ahí que 

resulte importante estudiar esta necesidad como una realidad que el 

legislador plasnt6 en el derecho mexicano. Antes se analizarán al~ 

nos aspectos del derecho comparado que son, de alguna manera, Cae-

tor determinante en el comportamiento social de nuestros tiempoa. 

6 lk'io de la neva Tust:imnlm s:tre Mrl.o de la o.....a. ib=1aje al nr. de la 

a-a. &lit. R:Jm:ia, Jédoo, l!B". p. 235. 
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2.1) LA PROTECCION AL CONSUMIDOR EN OTROS PAISES. 

Es en Europa Occidcnta.l donde surgieron los primeros movirnien-

tos de protección al consundd~r. ºEstos se originaron tanto n ni-

vel gubernamental ~o.o a ni vcl privado, dando as! lugar a la crea-

ción de asociaciones de consumidores y departamentos o ministerios-

dentro de la estructura adllinistro.tiva de los gobiernos". 7 

En estos países se ha closU'icado el contenido de una política 

rea pee to al consumo en dos grandes grupos. En el primero se com- -

prenden 1ns medidas tendientes a reglamentar ya sea los productos o 

servicios puestos a disposición de los consumidores, o bien las - -

prácticas comerciales autorizadas para presentarlos. En el segundo 

grupo se incluyen los dif'erentes organismos públicos creados para -

proteger a loe consumidores. 

En la mayor parte de los países de Europa Occidental se han e! 

tablecido dispasiciones relativas al etiquetado, responsabilidad de 

los productores, condiciones de los contratos, disposiciones ref'e-

rentes a los bienes y servicios, educación del consumidor, condici.e: 

nes de crédito, ventas a domicilio, cte. 

En los últimos ufios la Comunidad Kcon6tnica Europea se ha preo-

cupado por la problemáticn de ln defensa. del consumidor en esn re-

gi6n y hn establecido un programa de acci6n sobre el consumidor con 

objetivos específ'icoG y con ciertas áreas prioritarias, sobre la -

base. de cinco derechos básicos del Consurnidor a s.obc.r: 

7 Rcvl.stn del <hlcgio ltcicral do F=xm\stns. A~C. O:nforcrcla ¡rauciroa en el -
CO!q>,ío ltlcimal de Etxrr;rnis\ro. A.C. 001 Z7 de tW. de 19?5. 



1..- Derecho a la protección de su salud y seguridad, 

2.- Derecho a la protección de sus intereses ec.on6m.icos; 

3 .. - Oerecho a la compensac16n por concepto de daños y -

perjuicios; 

4.- Derecho a la inf'ormaci6n, y, 

5.- Derecho a l.a educaci6n, a BU participación y repre­
sentaci6n. 
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En el caso de la protecci6n de la sal.ud y la seguridad los bi= 

nen y servicios a disposici6n de los eonuuaidores no deben ser dai'i!. 

nos n su salud y a su seguridad¡ el consuaidor debe ser protegido -

de las consecuencias de dafioe .físicos ocasionados por bienes o ser-

vicios dcf'cctuosos; deberán indicarse las eubatanciaa uJ.iliz.adas en 

la elaboraci6n de alimentos Y de ser posible, enlistar eopecif'ica--

mente loe ingredientes del empaque. Este deberá ser seguro evitan-

do así la contaminac16n del a11mento; los aparatos eléctricos simi-

lares deberlln ser sujetos a los procedimientos de lo. Comunidad Eco-

n6mica Europea para ser autorizados. 

Las principales 6.reas que tiene prioridad son los alimentoa. -

cosméticos y detergentes, autom6vi1es. textiles. juguetes, substan-

cias peligrosas, art!culos que estarán .en contacto con los ali.~ 

tos, medicinas, f"ertilizantes e insecticidas, productos veteri.JJ.a--. 

rios y alimentos para animales, 

En lo relativo al derecho que tiene e1 conslltllidor a eer inCor-

mado, se considera que e1 comprador deberá tener a su disposición 

su:ficicnte infonnaci6n para estar a1 tanto de las caro.cteriati-

caa básicas de los productos que se le· of'rece como clase, canti-



24 

c:B:t, calidad y precio, osi hará una. selecci6n racional y utilizar· 

los artículca sin riesgo y recl&JDar la compensaci6n en caso nec! 

sario. 

La educación del c:orunaidor deberá aer orientada a todos -

loa niveles. desde niftoa hasta loe adultos, para que los conatJm! 

dores tengan el conociaiento necesario y puedan hacer au selec­

ci6n acertada y eatar al tanto de aua derechos y l'eapalBabilida­

des. Esto úiplica que ee deban roa11zar estudios coordinadoa º5! 

bre la cducaci6n del COOJ;ltaidor, entrenaalento a los educadores, 

as! como, la in1'or.aci6n adicional. distribuida por la Comunidad, 

incluyendo un reporte anual sobre el proa:nuna logrado en el cam­

po de acci6n del conauaidor. 

En la participaci6n y representación de los consumidores, -

se entiende que se hará mayor utilizac16n de las organiaaciones 

de conaum:idores y ae elaborarán conjtmtaDente estudios coaparat!. 

vos de di:Ccrentea tipos de productos, se dará más representac16n 

y participación al conmmidor. 

La Protecci6n al Coosuaidcr en Francia. 

En este pa!o como en auchos otros intervienen di versas de­

pendencias en la política sobre el constlllidor. Sin embargo, son 

dos ministerios los que tienen mayor importancia y responsabili­

dad en ellos y estos son: el Ministerio de Economía y Finanzas y 

el de Agricultura. 

En el primero existe la Direcci6n General do la Competencia 
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y los Precios, la cuál tiene entre otras f\Jnciones la de la. protec­

ci6n e infonnaci6n de los consumidores: está encargada también del. 

Instituto Nacional del Conoumo y de la Coordinación de los progra­

mas de telcvisi6n que inf'onnan al consumidor .. 

En el segundo Ministerio existe el Servicio de Represi6n del -

Fraude y de Control de Co.lidad, encargado do lo. dcf'ensa de los int.! 

reses de los consumidores y de la defensa de la Salud Nblica. 

Por otra parte, el Consejo Nacional del. Consumo, creado en - -

1966, ha desempeñado un papel. aruy illportante en el proceao consumi­

dorista en Francia; suo principales ~clones son: rea1izar estu- -

dios comparativos de los productos y analizar en laboratorios su -

f\mcionamiento; informa, coordina y dlf'unde entre el público los ~ 

sul tados de sus trabajos y realizo los estudios jurídicos necean- -

rios para proteger o.1 consumidor. 

El Inati tu to pública e1 boletín "Actualidades del. COrununidor11 

y l.a revista uiensual "50 mll.lones de consumidores" y tiene Wl pro­

grama diario en la televisión. 

La Protecci6n al Consumidor en Suecia. 

Es te poíe presenta un gran avance en la protecci6n al consumi­

dor, desde hace muchos aitos se han establecido leyes y "6rganos en­

cargados _de apoyar a los consumidores. 

La legislación en los últimos aftas se ha visto ref"orzado por -

nuevas leyes de protección al consumidor; para los suecos los affos 
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setenta. quiz6 ecnn conocidos como la "decada del Consumidor". 

Entre la legislaci6n vigente de éste país podemos destacar -

los siguientes: 

- Ley de ncti vidadee comerciales 

- Ley de contratos contra términos contractuales impropios. 

- Ley sobre ventas a domicilio. 

- Ley sobre proc:::edimientos legales eimplificados .. 

- Ley de agencias de viajes. 

- Ley sobre ventas al conaWDidor. 

- Ley res tri e ti va de prácticas comerciales. 

- Ley de control de precios .. 

Los 6rganoe han eu:rrido diversas variantes y en 1973 oc cro6 

el Consejo Nacional para la política de Conswno, que f'Usion6 a -

treo Instituciones: el cual tiene como atribuciones principales: -

investigar las necesidades de los consumidores; promover el desa­

rrollo Ce las actividades municipales a favor de loa consumidores. 

dirigir y apoyar la actividad de los llamadoe "Derechos de los ~ 

sumidores", examinar y eval.uar los bicnen y servicios disponibles 

en el mercado¡ estimular el uso del etiquctaje inf'ormativo¡ inter­

venir ante el comercio y la industria en sentido favorable a las -

necesidades y demandas de los consumidores¡ in:formar al público el 

resultado de las investigaciones y la legislación existente. asr -

como todo aquéllo que sea de interés parn el consumidor ·y ln res­

ponsabilidad de la Comisión General de Reclamaciones. 
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El procurador para los consumidores "ombudsman", es nombrado -

por el gobierno, representa al consumidor y tiene la facultad de -

intervenir contra práctiCBB cOfbCrciales impropias, deshonestas, pu­

blicidad engailosa y términos contractuales impropios, sin necesidad 

de entablar proceso en tribunales. 

Sus instrumentos legales son la Ley Reguladora de las Activi"! 

des Comerciales y la Ley Reguladora de 1.a.s Condiciones de los Con­

tratos. La primera tiene por objeto proteger a los cons\.Ullidoros -

contra las fa1acioa de la publicidad y otras prácticas de venta in­

debida. Lo. segunda protege ante cláusulas abuaivaa en los contra­

tos. 

Cuando el "ombudaman" encuentra alguna anomalía en la ep1ica­

ci6n de estas leyes, primero trata de corregirlas voluntariamente 

discutiendo con la persona o empresa que considera responsable en -

caso de que no sea posible corregir la vi~laci6n mediante acuerdo -

voluntario turna el caso a1 tribunal de mercados. 

El tribunal de mercados represent.a a los consumidores, trabaj,! 

dores y patrones. Establece los sanciones a los transgresores de -

de lo Ley y sus disposiciones son inapelables. 

La comisi6n General de Reclamaciones tiene el prop6si to de e"! 

minar todas las quejas que presentan los conawnidores sobre bienes 

y servicios y hace recomendaciones a los f'abricantes y comerciantes 

para que corrijan los abusos que han cometido. Sin embargo sus -

poderes son limitados, dado que sus decisiones son sólo - -
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recomendaciones, por lo que los responsables no son obligados a e~ 

plirlas. 

La Protecci6n al ConstlJ!lidor en Bélgica. 

El 20 de :febrero de 1964 o:e cre6 dentro del Ministerio de AslJ!!. 

tos Scon6mlcos el Consejo del consumo que integra a agrupaci.ones r_! 

presenta ti vas de loe consumidores y c~ya miai6n escencial consiste 

en proporcionar al gobierno recomendaciones en aqué1los problemas -

que of'ecten los intereses de los consumidores. 

Este consejo es un organieiao de diAlogo. ya que, al lado de -

los representantes de las organizaciones de consumidores, tales co­

"° sindica toa, cooperati vna de conau:no, asociaciones ;familiares y -

uniones de consumidores, tienen acceso representantes de los secto­

res productivos, comerciales y de diversos Ministerios Gubenuirnen~ 

les.. Existen otras comisiones en las que también tiene po.rticipa­

ci6n los representantes de los consumidores, como la Comisión Con­

sultiva para ln Venta y el Preetámo Pereonnl a Plazos, la Comiai6n 

para la Regulaci6n de Precios y el Comité Consultivo en Materia de 

Artículos Alimenticios. 

La Protecc16n al ConsUJ11idot' en Alemania. 

LB política :respecto a loa consumidores depende de varios mi­

nisterios, entre ellos el Ministerio Federal de Economía y Finanzas 

y el Ministerio Federal de ln Alimentación, la Agricultura y l.a Si! 

vicultura. 



29 

Los coordina un comité y tiene también numerosos grupos priva-

dos. 

La Protección al Consumidor en Noruega. 

Tiene el ministerio de Asuntos de Conswno y Adm.inistraci6n Gu­

bernamental creado en 1972, ea el encargado de actuar en def'ensa -

del consumidor. 

La Protecci6n al Consumidor en Italia. 

Del Estado• la Direcci6n General de la a1imentaci6n del Minis­

terio de la Agricultura y los Ministerios de Salud y de Industria. 

Organizaciones privadas, La Uni6n Nacional de los Consumidores 

creada en 1955. 

La Protecci6n al Consumidor en lee ~ Unidos de Hortcámerlc:a 

En este país existe, quizá, la lcgislaci6n, instituciones y º! 

gnnizaciones, tanto públicas como privadas más completa en aanteria 

de def'ensa del consumidor. 

Interviene diversas organizaciones privadas y oficinas públi­

cas de las cuales señalaremos las más representativas. En el campo 

gubernamental veinticuatro dependencias del ejecutivo intervienen -

directa o indirectamente en aspectos sobre la dcrcnsa del consumi­

dor. 
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la Legislaci6n vigente es muy amplia e inclusive leyes tales COl'IO -

la Ley Federal sobre alimentos, cosméticos y medicamentos, la Ley -

Federal sobre susbstancias peligrosas y la Ley sobre empaquetado, -

etc .. 

!-8 Protecci6n al Consumidor en Canadll .. 

Este pa!e cre6 un 6rgano a nivel ministerial con f"tlnciones de!. 

tinadas al consumo y a las empresas, teniendo como objetivo Cunda­

menta.1 la elaboraci6n de nuevas leyes y reglamentos así como el es­

tudio y ejecución de programas sobre el consumo y la inf'ormaci6n so 

bre pwitos de interés a la pobleci.6n .. 
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2.2) ORIGEN DE Ll\ PROTECCION AL CONSlllUDOR EN MEXICO. 

Por lo que se refiere a los antecedentes inAs remotos naciona­

les, se pueden mencionar a las Ordenanzas de enanl.ladores de 1649 -

1651 8 , que aunque expedida& parn el Perú, contienen cláusulas que 

son de interés, tanto por los deta~les que encierran, como por ln -

posi.bilidad de que hayan sido observadas en México. El capítulo -

XXV de las mismas se refiere al uno de marcas y de él. merece repro­

ducirse la siguiente cláusula: 

110rdenamos que cada platero que labore piezas de oro o plata -

tenga su marca particular, la cual llWflif"ieste ante la justicia o ª.! 

críbano del cabildo ·del. lugar a donde residiere y esta marca la - -

eche y ponga en· las piezas que labrare, para que si se hallaré no -

estar de lo Ley, que debe tener la plata y oro, se proceda contra -

el platero por todo rigor de derecho y éste capítulo harán pregonar 

los enaalladores M.aYores en todas 1as ciudades, villas y l.ugares -

donde fuere hebi tar, l.1evando para el.lo o~en especial. del. Virrey". 

Cabe mencionar que l.as piezas de plata debían l.levar tres mar­

cas de la marca o remache del. quinto que comprobaba el. pago de los 

impuestos, la marca del ensa.llador para indicar la Ley del. [Qetal y 

la marca del artícif'e, junto con su nombre, para evitar :fraudes. 

Menciona Rangel Medina que es curioso advertir que la mayor parte -

de la plata labrada que se ha encontrado de esa éPoCa, no ostenta -

todos los signos obligatorios referidos, omisión que se ex-
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p1ica por la frecuencia con que los plateros defraudaban al 'fisco y 

por no contribuir a la belleza de las piezas, eran objetadas por -

loa clientes .. 

OValle Fabela señ.o.J.a que "en los paises subdesarrollados co-

mo México 1 tal protecci6n no había tenido manif'esta.ciones importan-

tes. el f"en6mcno de la int'laci6n hizo, sin duda más evidente 

la necesidad de disef\ar i.n.strw.entos jur!dicoo que no s6lo entrarán 

el crecimiento especulativo de loe precios, sino que taabién procu-

rarán el cumpiimiento ef"icaz de loa derechos y obligaciones genera-

do de laa operaciones celebradas entre conauaidores y comercian- -

tea ••• 11 

9 

Por otra parte el C6digo de CoMercio de 1889 octuall\Cnte en v! 

gor regula los contratos .ercantiles y, por tanto, es un anteceden-

te indirecto, así como tad>ién el Código Civil para el Pistrito Fe-

deral en vigor, contiene disposiciones relacionada.a con la Ley Fed.:_ 

ral de Protecci6n al Conauaidor, en el que se hace re!'erencia a la 

compraventa a plazos art. 2255, al de la compraventa de consumo ne-

cesario, art. 2267, lo relativo a la compraventa en abonos 2310, 

contempla los ef'ectos de la rescisi6n en la compraventa, art. 2311, 

asimismo en la COQl.Praventa con reserva de dominio. Art. 2315. 

Ahora bien. el artículo 28 de la Consti tuci6n Política de los 

Estados Unidos Mexicanos, prohibe los monopolios, el acaparamiento 

de artículos necesarios de conswao, y la "• •• ventaja exclusiva in:!,!: 

9 José l),¡all.e Fd:cla. AJ¡¡¡.ms ¡rdllaies a. la prolEcciái al <be.aiQ:r en 16:ico, 

\l:ll. V 1979 p. 3l. 
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bida a f"avor de una o varias personas determinadas y con perjuicio 

del público en general o de alguna clase social. .... 11
; Asimismo con! ~ 

tituye otro antecedente la Ley sobro Atribuciones del Ejecutivo F.! 

deral en materia Econ6mica del 30 de diciembre de 1950, que se re­

f'iere a la producción o distribuc16n de mercancías así como los -

servicios de artículos alimenticios de consumo general con f'acu1t;!! 

des para ol ejecutivo de imponer precios máximos al mayoreo o men!:! 

deo. 

Ovnlle Fabela, dice que "el. 2 de octubre de 1974 se expid16 -

un decreto presidencia1 para regular los precios de determinadas -

mercancías, sujetándo a algunas de el.las al régimen de precios má­

ximos y a otros al método más f'lexible de f"ijaci6n de precios por 

variaci6n de costos" .. 10 

A) EXPOSICION DE MOTIVOS DE LA LEY FEDERAL DE PROTECCIDN AL 

CONSUMIDOR. 

Dentro de las nuevas ramas del Derecho Social se puede ubicar 

la protección al consumidor, partiendo de la premisa de que los s~ 

jetos de las relaciones producci6n-coneumo o patrón-trabajador, 

son desiguales y se encuentran en un plano de subordino.ción y dee­

protecci6n. 

Por eso se expide todo un cuerpo jurídico tutelador del suje­

to más débil e inferior a f"in de poder elevarlo a un plano más al­

to de igualdad !"rente a su contraparte, es decir nivelar las rela­

ciones contractuales celebradas entre proveedorea y consumidcres, 
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cona ti tuyendo con esto la protección nocial. 

En la exposición de motivos de la inciativa de Ley, el enton­

ces titular del Ejecutivo Federal, cxpres6 que era prop6sito de di­

cha Ley 11 Trasladar al ámbito del Derecho Social la rcgulaci6n de -

algunos aspectos de la vida econ6mica, en particular de los actos -

de comercio, que tradicionalmente han sido regidos por disposicio­

nes de Derecho Privado 11
• 

Por su parte el Licenciado Dionisia .J. Kaye, explica las cau­

san que ecneraron la creación de esta Ley de la siguiente manera: 

"La exposición de motivos de la Ley sefiala que desde el proceso in­

flacionario mundial iniciado en 1970, cuando la OPEP decidi6 aumen­

tar los precios del Petróleo, iniciándose as! lo que se denomina -

"Crisis de energéticos", comenz6 a incidir en nuestro país; las or­

ganizaciones de trabajadores plantearon al Ejecutivo Federal, la U!: 

gencia de tomar medidas tendientes a l.a Protección del poder adqui­

sitivo de los grupas de menor ingreso, asimismo se destacó el pro­

grama de múltiples acciones sociales, administrativas y legislati­

vas propuestas desde el afio de 1973; la política salarial, para - -

acrecentar el ingreso real de los trabajndoreo, así El Comité Naci~ 

nal Mixto de Protección al Salario prepar6 un proy e ct.:o de Ley que 

contemplaba las medidas tomadas hasta la :f'echa y que protegian al -

consumidor, mediante normas irrenunciables f"undadas en el principio 

de veracidad y como consecuencia, establecer el principio de trans­

parencia en los contratos, la ef'cctividad de las garantias de pro­

ductos y servicios, etc. 
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No puede dejarse de comentar que dicho 11 Comi te Nacional Mix-

to de Protección al Salario" establecio que existen en nuestro -

país un sinnúmero de Leyes cuya observancia y cumplimiento dcpen-

de en última instancia, de la conciencia existente en una colect! 

vidad para hacerla cumplir¡ la propia establece los medios y las 

autoridades que propician su cumplimiento, por lo que deben util! 

zarsc con la conciencia de que su eficacia e6lo depende de su ne-

cesarla y racional utilizaci6n, de otra manera, la protecci6n al 

consumidor se convertiría en letra muerta11 • 11 

El día 5 de febrero de 1975 al entrar en vigor la Ley Fcde-

ral de Protección al Consumidor, el entonces Secretario de Indua-

tria· y Comercio ahora Secretaría de Comercio y Fomento Industrial, 

Licenciado José Campillo Sainz dijo: "No queremos que el hombre 

valga por lo que consume, ni que su jerarquía social se base en -

los productos que P?see. Queremos que el hombre en un nuevo en-

cuentro consigo mismo esté más cerca del hombre que de 1as cesas". 

Esta idea encierra la filosof'ía del bien del hombre para el 

hombre, siendo lo más relevante del espíritu de la Ley Federal -

del Consumidor .. 

Por lo que enaltece el propóei to de loo legisladores de ocu-

parsc, como se demuestra con la Ley de las clases marginadas, ya 

que es una tarea colectiva ln realización de la Justicia que es -

una responsabilidad de todos. 

11 Ley Ft>±ral. de Prol.ecciln al Qnun!ó::r e iniciativa de In m!am. Textos """.! 
saó::s p:r el Ll.c. t1nilio R.IÍZ Avila, F.di t. A.a. M&dco, D.F. 5 de l'l'llrZO de -

l9?G. P{¡g. 3. 
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D} LA REGULACION JURIDICA VIGENTE. 

La Ley Federal de Protecc16n al Consumidor publicada en el­

Diario Ot'icial de la Federación el 22 ~e Diciembre de 1975, euf'ri6 

ref"ormas el 7 de Febrero de 1985, en le que ee otorgan a la Procu­

raduría Federal del Consumidor más f"acultadce de sanción aofmismo­

ee adicionan más artículos y se reforman otros .. 

En la actualidad la citada Ley eo111prende trece capítulos. -

primero se contienen las def'iniciones y competencias¡ en ·el segun­

do se habla. de publicidad 7 garantías; en el tercero de las opera­

ciones n crédito¡ en el cuarto de las reeponeabilidadea por incum­

plimiento¡ el quinto se dedica a los servicios; el sexto regulo -

le3 ventas a domicilio; el séptimo de las disposiciones generales; 

el octavo de la Procuraduría Federal del Consumidor¡ en el noveno­

del Ineti tu to Nacional del Consumidor; en el. déCimo do la si tus- -

ci6n Jurídica del personal; en el décimo primero de la inepecci6n­

Y vigilancia¡ en el décimo segundo de las sanciones; y, el décimo­

tercero de loa recursos administrativoa. 

De lo anterior se desprende que este cuerpo lega.l comprende 

dos partes principales, la primera que llega hasta el artículo 46-

Y o.ta.ne a las operaciones mercantiles y la ae~da que se re:fiere­

n la estructura administrativa y ou competencia. 

En relación a las operaciones mercantiles se observan cua­

tro divisiones: características de proveedor, consum.idor; la ee&U!!: 

da pone atención en la publicidad y garantías¡ en la tercera se -

explican operaciones de créd.1 to y la regulación del incumplimiento, 
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y la última, se subdivide en tres partes, los servicios, obligaci!? 

nea de hacer, ventas a domicilio y l.as disposiciones generales so­

bre sanciones, prohibiciones y responsabilidades. 

En cuanto a1 sector estructural, se distingue entre la l>ro­

curaduría Federal del Consumidor y el Instituto Nacional. del Cona!! 

midor. 
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2.3) LA NECESIDAD DE REGULAR LA PROTECCION AL CONSUMIDOR 

Poden:ioa decir que la. a.1"innac16n que eomurunentc. se hace en -

el sentido de qua el consumidor es el aobera119 y dictador de la -

vida econ&aica en wi paía con Wl8 econoaía de mercado, es sil'lple­

Y sencillamente inexacto puesto quo en ella el consuaidor f'recue!!_ 

temcnte es manipulado, sujeto de arbitrari.edades, de abusos 7 - -

prácticas inequitativaa y desproparcionadan, en loe que de heeho­

tiendo a ser una econcwfa de consumo, que es .anejada colectiva­

mente por grandes J.nteresea en donde el consU11idor viene a eer en 

realidad la parte más déb11. 

El consumidor, 7 no penta.o& de vista que todoo lo somos, -

suele ser inducido a comprar a través de una pi-opaganda que no -

siempre lo lleva a adquirir lo que 11'8 eomtiene a la econoefa de­

eu f"aallia; se le crean Mbi tos de comnmo que la .a.yor porte de­

ellos no corresponden al nivel de desarrollo de nuestro país, si­

no que simpleeento son imitaciones extral6gicae de países mucho -

más ricos o más de94IT0lladoa que nuestro paíe, sino que simple­

mente, tienden a crear, incluoivC, una aociedad dual, en donde -

unos consumen artículoa sumamente caros, complejos .Y delicados, -

mlentraB otros no tienen acceso a ellos o descuidan aquello que -

les es indispensable, para subsistir, o se encuentran con que ti!! 

nen que aceptar las c~ndiciones que se les fija por quienes les -

venden un producto o par quienes les of'recen la prestación de un-

servicio. 

También ea necesario mencionar por otra parte que el incre­

mento en la demanda de artículos básicos derivado del aumento de-
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poblaci6n, ho. Cr"Cado la necesidad de reorientar el aparato produc­

tivo hacia la satisfacci6n de los requerimientos" más urgentes de -

lns mayorías populares. 

Ha sido preocupaci6n universal, tanto de los partículares -

como. de los gobienios, reglamentar las relaciones !!fltre los preve~ 

dores y conswnidores de productos y servicios, orient4ndoloe a p~ 

teger la parte más débil de estos contratantes, los consumidores. 

Por lo que la Ley Federal de Protecci6n a1 Conauaidor no es 

un elemento aislado de la política ecorK*lca que, para aminorar -

los e:fectos pcrjudicia1es de lo inflación, ha implantado c1 gobie~ 

no de México. Esta Ley viene a enaarcarse dentro de un contexto g!! 

neral de la de Censa de los particulares consumidores, y especial.­

mente, de loe grupos ma,yoritarios. 



C A P I T U L O Ill 

NATURALEZA JURIDICA DEL ORGANISMO DESCENTRALIZADO, 

PROCURADURIA FEDERAL DEL CONSUMIDOR. 

3 .1) QUE TIPO DE EhTIDAD ES LA PROCURADURIA 

FEDERAL DEL CONSUllIDOR ? 

a) ¿ ORGANISMO DESCENTRALIZADO ? 

b) ¿ ES UNA AUTORIDAD ? 

·e) TRIBUNAL AD"'1NISTRATIVO 

3.2) DIVERSOS CONCEPTOS ESCENCIALES: 

CONSUMIDOR, PROVE&DOR, PROCUlADOR, PROCURADURIA. 

3.3) NATURALEZA JURIDICA DE LA PROCURADURIA FEDERAL 

DEL CONSUMIDOR. 
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Como instrumento para hacer ef"ectivo. la nplicaci6n de la -

Ley se establece a la Procuraduría Federal del Consumidor, como -.. 

un organismo autónomo encargado de cuidar el cumplimiento de las­

normas tutelares de los consumidores. de representarlos colectiv!!_ 

mente y, por tanto, a los intereses de 18. sociedad, BBÍmismo, se!: 

vir como conciliador o ár'bi tro entre consumidores y proveedores, -

cuando así lo conwmgan las partes; por lo que reeul ta importante 

determinar ln naturaleza jurídica de la Procuraduría para encua­

drarla en la rama del derecho que le corresponde~ 

A este respecto el articulo 57 de la Ley Federal de Protec­

ción al Consumidor señala: 

"Se crea la Procuraduría Federa1 del Consumidor como orga­

nismo descentralizado de servicio social, con f\lncioncs de auto­

ridad, con personalidad jurídica y patrimonio propio, para pronta-­

ver y proteger los derechos e intereses de la pobleci6n" consumid!! 

ra" .. 

De acuerdo con la def'inici6n antericr se destacen los si- -

Jl!·iientea elementos a saber: 

a) Organimno Descentralizado. 

b) De servicio social .. 

c) Con f\lnciones de autoridad. 

d) Pcraonalidad jurídica y Patrimonio propio. 

En primer término se analizarán los conceptos doctrinarios­

Y de la legiolaci6n respectiva de tales :figuras para concluir, 

cuales elementos le son efectivamente inherentes y cuales no. 
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a) ORGANISMO DESCENTRALIZADO ? 

Analizaremos si de acuerdo con lo que establece la Ley en -

rcnlidnd se trata de un organismo dcscentral1zado desde el punto-

de vista te6rico conf'onne a ln lcgielaci6n respectiva que precisa 

de las notas propias de todo organismo descentralizado en el der!_ 

cho positivo mexicano, es decir la Ley para el Control por porte-

del Gobierno Federal. de los Organismos Descentralizados y Empre-

nas de Po.rticipaci6n Estatal y la nueva Ley Federal de Entidades-

Paracatataleaª 

De acuerdo con la doctrina este concepto se define así: 

0 Por organismo deecentral.izado entendemos aquéllos creados 

por el Estado para realizar sus fines eepecíf'icOs, sin desligarse 

de la orientaci6n gubernamental 1 ni de la unidad financiera 1 del-

mismo, se procura asegurar su autonomía org6nicn y f'inanciern, -

dándole los elementos necesarios para eu desenvolvimiento y los -

controles para mantener unidad y eficacia de su desarroll.o, sobre 

la base, de la consti tuclón de un patrimonio con bienes de la re-

deraci6n, para la prestaci6n de un servicio público y lo. realiza-

c.ión de otros finen de interés general. ". 12 

Gabino Fraga al referirse a la descentralización señala que 

ésta "ha obedecido, en unos casos, a la neceaidad de dar satisfa~ 

ci6n a las ideas democráticas y a la conciencia de dar mayor efi-

cacia a la gestión de intereses locales, para lo cual el Entado,-

12 Ardrés Serra Jbjas, tl;:roctn Actrdnistrativo, Edit. i\:rt"Úl, S.A. 5a. F.d. ~oo, 
1!172, p.p. 935 y !R;. 
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constituye nutoridades administrativas cuyos titulares se eligen -

par los miamos individuos cuyos intereses se van n ver comprometi-

dos con la acción de dichas autoridades. En otros caaoa, la natur!! 

1eza técnica de los actos que tiene que reali.zar la adminietraci6n, 

1a obliga a sustraer dichos netos dol conocimiento de loa f'unciona-

rioa y empleados centrnlizodos y loo encomienda a elementos que te!!_ 

gen lo preparaci6n sut'iciente para atenderlos. Por último ocurre -

con frecuencia que la adminiatraci6n ae descarga. de algunas de sus 

labores, encomendando f'acultades de consulto., de decisión o de ejec~ 

ción a ciertos organisrQOs constituídoa por elementos particularea -

que no Cormnn parte de la misma adminietraci6n ~ 

Comprendiendo a enos propósitos, la dcacentraliznci6n ha adoP-

tado tres mo<la1idades dif'ercnten que son: 

a) Descentralización por región¡ 

b) Descentralización por servicio; y 

e} Descentrnlh·.aci6n por colaboraci6n .. 13 

a) La dcscentralizaci6n por región consiste en el estableci-

miento de una organización ndministrativa destinada ~ 11anejar loa -

intereses colee ti vos que corresponden a la población radicada en -

una determinada circunscripci6n territorial. 

b) La deecentralizaci6n servicio, señala que ca cuando el Es-

tado tiene encomendada la satia:facci6n del orden general r que requi!;:: 

re procedimientos técnicos s6lo a1 alcance de :funcionarios que ten-

gan una. preparación especial. 

13 QDino ~. lllttlx> Mninistrativo. Fdit. ~. S.A. loo. E<iic. 1915 p.p. 
=a204. 
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Los servicios que con ese objeto se organizan conviene des­

prenderlos de la Administración Central, tanto para ponerlos en -

manos de individuos con preparaci6n técnica que garantice su ef'i­

caz :funcionamiento, como para evitar un crecimiento anormal dc1 -

poder dc1 Estado del que siempre se sienten celosos los part!cu1o 

res. La :forma para conseguir ese prop6si to es dar i.ndcpendcncin­

al servicio y constituirle un patrimonio que sirve de base a su -

autonomía. 

Al mismo tiempo como se trata <Je realización de atribuciones 

del Estado, este no puede prescindir de1 ejercicio de ciertas 'fn­

cultades respecto de la organización que establezca. No serán -

esas f'acul tadea las que lleve consigo la reloci6n jerárquica pro­

pia de la ccntralizaci6n admlniatrativa, pero sí, a1 menos, las­

que sean necesarias para organizar la unidad del poder público. 

e) La Dcscentraliznci6n por colaboraci6n: constituye una mo­

dalidad particular del ejercicio de la í"unci6n administrativa con 

caracteres especíi"icos que la separan notablemente de loa otros -

tipos de descentralización. LQ descentralizaci6n por colnboro-­

ci6n se origina cuando el Estado va adquiriendo mayor ingercncin­

en la vido. privndo. y cuando por consecuencia se 1c van presentan­

do problemas para, cuya resolución se requiere una preparación -

técnica de que _carecenlm.l funcionarios políticos y loa ercplcadoa­

administrativos de carrera. Para tal cano y ante la imposibili­

dad de crear en todos los casos necesarios organismos eupeciali~ 

dos que se encargarían considerablemente de la tarea y de los Pr'!. 
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supuestos de la administrnci6n, se impone o nutoriza a organiza-

cienes privadas su colaboraci6n haciéndolas participar en el eje!: 

ciclo de la .función administrativa. 

Oc esta manera la dcscentral1zaci6n por colabornci6n viene a 

ser una de la.a f"ormas del ejercicio privado de las f\mcioncs pú-

blicas. 

Considero que Actualmente no es operante en nuestro país es-

ta clanificac16n, considerada cOIDO trodiciona1 de la doctrina - -

i'ranccsa, al respecto A.costa Romero opina que:. 

"El que un organiSlllO preste servicios públicos, no en carac-

ter!etica def'initiva para considerarlo descentra1iz.ado (el Depar-

tamento del Distrito Federa1 presta muchos servicios y no tiene -

esa naturaleza); el municipio es una estructuro político admlnis-

trativa y, técnicamente,. no tiene nexos con la Organizaci6n Cen-

tralizada Federal,. o local, desde el punto de vista jerárquico y, 

además el propio municipio puede tener en su organiznci6n las Co!: 

mas centralizada, deaconcentrada o descentralizada par regi6n, 

desde un punto de vista administrativo. 

Por cuanto hace a la descentralización por Colaborac16n, se-

debe distinguir entre la Organiz.aci6n del Estado y la de loe par-

ticulares y aunque estos, en ciertos casos, realicen actividades-

de interés público es mu.y discutible y dudoso que se pueda consi-

dorar. como unn forma de ot"ganizaci6n descentralizada de ln Admi-

nistraci6n Pública". 14 

14 Ni8.cl J\castn lb=, '1'ecrla lb"""1 óoJ. l>:rcd-o l'dninistrstiw, &lit. lb­

nú:I, F.clic. !n. Pü. llB5 p..2133 • 
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Aaímismo y en relación a las Instituciones Descentralizadas por 

servicio Serra Rojas. dice: "Lo. crcaci6n de una Instttuci6n debe -

hacerse sieapre por el Estado y por medio de wia Ley expedida por -

el Congreso de la Uni6n, es decir por normas de car§.cter genera1, -

!'onnal y materialmente legislativa. Siendo que las f'oraas de la -

descentralización por servicio obedecen a razones de orden técnico, 

i'inanciero y f"uncional, que descarga a la Administrac16n de nuevas-

tareas y no a f"actores palíticoa como en la descentrallzaci6n Admi-

nietrativa territorial. o por Regi6n. 15 

"Lo. descentralización tiene e~ fina1idad disminuir los ef'ec-

tos derivados de que W1 solo 6rgano lleve todas las f'uncionce admi-

nistrativaa que lo correspondan al Estado". 
16 

Acoota Romero dice la descentrall.zaci6n administrativo, existe-

cuando se crean organismos con personalidad jurídica propia median-

te dispasicionee legislativas, para realizar una actividad que com-

pete al Estado o que es de interés pGbli~, para desarrollar: 

1.- Actividades que coorpeten a1 Estado, 

2.- O que son de interés genera1 t-..n un momento dado. 

3.- A trav6s de organismos creados especial.mente para ello do-

tados de: 

a} Personalidad jurídica, 

b) Patrimonio propio. 

e) Régimen jurídico propio. 

15 krlrés Serrn lbjas, Dcroc:ro Jldnl.n1strativo. cp. Cit.. p. !l39 

16 Benjmñn VillqJB lhsavill:azo, IJcrcch:i ldllln!Btzuti\O, &lit. Fttrúa, S.A. :B. 

Edic. ="· p.p. 104 y Ul>. 



47 

"La mayoría de loo organismos descentralizados desarrollan una 

actividad político-odministr-ativa y eoe carácter también lo tienen 

los f'uncionarios públicos quo lo integran, ya que sus nombramientos 

son hechos par el Ejecutivo Federal directamente, aaimismo tienen -

la. ob1igaci6n de acudir al CongrenC>, cuando alguna persona de sus -

cámaras requiera de informes r-elacionados con loe asuntos de1 orga­

nismo que dirigen o oe discuta alguna Ley de au rama (artículo 93 -

Consti tu"cional) •f.. 17 

Suscribiendo la oplni6n de Acosta Romero acerca del concepto - · 

de organiamo d.enccntrali:r.ado, observaremos las siguientes ca.racte­

ríaticaa: 

1.- Son cl'Cadoa invariablemente, por un acto legislativo, o sea -

lo. Ley del Congreso de la Uni6n, o bien por decreto del Ejec!! 

tivo. 

2-- Tiene régimen jurídico propio; 

3.- Tienen personalidad jurídica propia que les otorga cae acto 

legislativo .. 

4. - Denominación; 

5.- La sede de las oficinas y dependencias y ámbito territorial; 

6.- Tienen órganos de Dirección. Administración y Representación .. 

7.- Cuentan con una estructura administrativa interna; 

a.- Cuentan con patrimonio propio; 

9.- Objeto; 

10 .. - Final.idad .. 

17 hxx;ta 'fbrero, To::r:ia Ccnerol del .... t' cp. cit •• p.. 29:) 
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Puede agregarse a ~o anterior. que f'onnan parte de1 gobier­

no, entes jurídicos públicos, e~ decir, los organismos dcsccntrol! 

zados no están a c::argo de los partículnres, siendo ocioso el en- -

trar al es ludio sObre éste aspecto. 

Ahora bien, antes de analizar si la Procuraduría Federal -

del Consumidor reune los rcqui si tos de Organismo Descentralizado -

_. desde el punto de vista jurídico, se analizará c¡ue expresa la Ley­

nl respecto: 

La práctica Administrativa en México, y la Ley recientemen­

te derogada para el control por parte del Gobierno Federal de Org!!: 

nismos Descentralizados y Empresas de Participación Estatal ( O.O. 

de 31 de Dic ... de 1970 J, al igual que sus antccedenteo, las Leycu­

de simi1nr dcnominaci6n de 1947 y de 1966, en su artículo 2o. pre­

vé que el Ejccuti vo Federal por Decreto puede crear Organismos De!! 

centra1izndoa. 

La Ley Federal de Entidades Pnracstatales. públicada en el­

n .. o. de la Fcderaci6n el 14 de mayo de 1986, excluye de acuerdo -­

con el a~tículo tercero de su aplicaci6n entre otros organismos a­

la Procuraduría Federal del Consumidor. 

En el capítulo 1,I de ln Ley referida ( LFEP ) en su artícu-

lo 14 establece: 11Son organismos descentralizados las personas ju­

rídicas creadas conforme a lo dispuesto por la Ley Orgánica de la­

Administraci6n Pública Federal y cuyo objeto sea: 

1.- La realización de actividades correspondiente o las a­

reas estratégicas o prioritarias; 
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2.- La prestación de un servicio público o social; o 

3.- La obtención o aplicación de recursos para :fines de asis­

tencia o seguridad social. 

A continuación se determinará si la Procuraduría Federal del­

Conaumidor reúne las caractcr!sticaa mencionadas. 

La Ley Federal de Protección al ConeWlrl.dor .fué expedida por -

una Ley del. Congreso,. de conformidad con el artículo 73 f'racci6n X 

de la Constitución; creando dentro de su capítulo octavo a la Pro­

curaduría Federal del Consumidor .. 

En el artículo 57 de éste ordenamiento legal, establece por -

ministerio de Ley que la Procuraduría Federal del Consumidor ten­

drá peraon~lidad Jurídica propia y patrimonio propio, ea decir que 

los bienes que integran al. mismo son aportados por el GobicIT10 F!:, 

deral como ne reconoce en la Ley, y especia1mente hace ref'crencin 

a que se trata de un organismo descentralizado. 

El artículo 58 de la Ley de la materia establece que el domi­

cilio de la Procuraduría será el de la Ciudad de México y se esta­

blecerán delegaciones en todos y cada lttlO de los Estados así como 

los lugares en que se considere necesario. Asimismo el artículo -

59 de la Ley en comento asigna a la Procuraduría Federal del Cons.!::!: 

midor dentro de sus atribuciones, e1 desempeño de la labor que ti~ 

ne como representante de los consumidores, para la def"ensa de sus 

derechos e intereses ante personas :físicas y morales de carácter -

público y privado que provean de bienes y oervicios y, en igllal 

sentido, ante autoridades jurindiccionales previo m andatn de -



loa consumidores cuando se trate de intereses colectivos, está de-

sempcñando una f\mci6n especí:fica de senricio socio.1. 

De lo expuesto. se puede conclui.r que la Procuraduria Fedc-

ral del Consumidor reune las característicaa señaladas de acuerdo-

con lo expreso.do por Acosta Romero, enmárcándose dentro del eupue!_ 
1 

to de Organismos Descentralizados desde un punto de vista te6rico-

y legal. 

Ta1 y C()ll)O corresponde a todas las caracteríaticas que ee -

han enuncio.do al respecto de la Naturaleza Jurídica de 1a l>r<>curn-

duría ésta reviste todos los requisitos propios ·de una autor.idnd -

como se podrá advertir en la siguiente explicaci6n: 

b) ¿ ES UllA Al.ITORIDAD LA Pl!OCURADUIUA FEDERAL DEL CONSUMIDOR ? 

El maestro Ignacio Burgoa opina que "autot"idad es el 6rgono 

estatal investido de f'acul tades de deciei6n y ejecución.. cuyo eje! 

cicio engendra la creaci6n, modif'icaci6n o extinci6n en genera1 de 

hecho jurídicos, con trascendencia particular y determinada. de -

una manera imperativa" l8 

"Para los ef'ectos dc1 amparo, la Suprema Corte de Justicia -

de la Naci6n ha establecido que el término autoridad corresponde a 

todas aquéllas personas que diaponen de la :fueM'..B pública eñ vir-

tud de circWlstancias, ya lcga1es, ya de hecho, y que por lo mi.SQO, 

estén en posibilidad material de obrar como individuos que ejercen 

actos públicos pot" el hecho de ser pública la f'uerza de que disp<r-

nen". 19 

lB Igtaci.o lll'¡Jla. EL Juicio de l!!¡xJro. !<>. Edlclli1. Edit. R:nú>, S.A. -oo, -
l!m, p.p. 299 y 299. 

19 Tesis ~ nún. 74; l~e m la plgim US del li¡xn;lic:e del Sem-­
rnrio Judicial de la Federnciál, tallos de 191.? a 1$5. 
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"CUando las f"acul tades otorgadas a un 6rgeno - sei\ala Gabi­

no Fraga - {mplican el poder de decia16n y ejecuc16n, es decir la 

autorización para realizar actos de naturaleza jurídica que ar~ 

tan la esf'era social de los particulares y la de iifllPOl'M!r a &tos 

BUB deteralnacionea, se tiene el conccp to de autoridad" • 

At'i,.... el. -tro Fraga c¡ue "l.oa 6raenos de l.a A&únistra­

ción c¡ue tienen el. car6cter de autoridadea, ._.¡en cxincent>-ar en 

- facultades las de deeisi6n y ejecuei6n, aunque - detenlin!! 

cionea se lleven a ~ por otro 6raano d.if"erente". 20 

Por lo tanto, puede ca>eluirse que autoridad - aquél órga­

no estatal; investido de deeisi6n o ejecución C\Q'O de.._..tlo ""!!. 

junto o separado produce la croaci6n, ~Cicación o la extinci6n 

de situaciones general.es o especiales, jurídicas o 1"6ctiCBB -

das dentro del Estado, o su alteraci&i o a:f'ectaci6n, todo ello -

en f'orma illperativa .. 

En suma, suscribiendo los criterios anteriores los 6rganos­

del Estado que cuenten ccn Cacul.tades de deeisión y ejecución así 

c<>ioo del auxilio de J.a fuerza públice que debe tener toda autor! 

dbd para que se h1 considere C<mO tal, ya 11ea una u otra o mabas. 

Puede ai"il"mll'Se que la Procuraduría Federal. del Canmmidor­

si es una autoridad, en virbld de que est6 dotada de la fhcultad -

de decisión y ejecución y cuenta con el auxilio de la f\Jena públ! 

ca, como se destaca principa111ente en lo previsto por el art(cul.o-

86 de la Ley correspondiente que a la letra dice: "Las inCraccio-­

nes a lo dispuesto en esta Ley y demfi.a disposiciones derivada.e de 
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ella serán sancionadas por la autoridad competente con: 

1. Multa hasta por el importe de quinientas veces el oalnrio 

mínimo ge!lcral diario correspondiente al Die tri to Federal. En ca­

so de que persista la infracci6n podrán imponerse mu1tas por cada­

día que transcurra sin que obedezca el. mandato respectivo. 

II. Clausura temporal hasta por 60 días¡ 

III. Arresto Administrativo hasta por 36 horas; 

IV. Las previstas por los artículos 53 y 54 para los casos a 

que los mismos se refieren" 

Es pertinente comentar sobre este precepto, que la Procuradu­

ría Federal del Consumidor, ejerce sus atribuciones de decisi6n y­

ejecuci6n con diversas limitaciones de competencia, toda vez que -

la ejecuci6n de las multas se realiza por loa 6rganos f'iscales co­

rrespondientes, en cambio, las cláusuras las ejecuta por conducto­

de su Dirección General de Apoyo Técnico, cuando se quebranta, es­

pecialmente lo establecido por el articulo 87 segundo párrafo de -

la Ley. 

Del arresto administrativo, a la f'echa no ee tienen antecede!! 

tes de que dicha Procuraduría haya ejercido esta facultad, la cual 

en todo caso se debe apegar a lo prcscri to en el artículo 21 cons­

titucional que determina ln f'ormalidad que debe seguirse para ha­

cer cf'ectiva la ennciOn sobre este particular es pertinente desta­

car que la Suprema Corte de Justicia de ln Nación ha sostenido que 

para los efectos del arresto administrativo primero se debe mu1tar 

al inf'ractor y en caso de no pagar la inf'racción se pad.rá permutar 

por arresto administrativo. 
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Por lo que hace a l.a abnc16n a que se refiere la fracci6n IV-

del articulo 86 de la Ley. no ae tiene c::onoclalento que a la :focha 

ae haya hecho efectiva. 

en el articulo 87 ae¡pm<lo p6rraf'o de la Le:t de rererencia. llR ""!! 

cluai6n ten..- que el ejercicio de la hclllt.d de ejecuci6n de la 

Procuraduría Federal del Ccmnaidor - directa o aub.._.sa , ellte!!_ 

ditmdoae por 1- pri-.--, 1- - erect4a la propia 1-tituci6n -

(clausuras) y por sub,...- a aqu6llaa que ejercita otro autori-

dad. 

c) TRIBUNAL AmlDIISTRATIW 

Ho obstante lea reC"""'8 re.i.1.-. a la Ley Faderal de Pro-

tecci6n al Conau.idor en f"eb,.,,n> de 1985, loe procedlaientoe ae&U! 

dos ante eete 6rgano de la A<lai.Uatrec:Uin Pública no C811biaron do-

111B11era i~tegral... Por lo que considero necesario desarrol.lar el -

cueetionflllliento planteada a ef'ecto de loarar un criterio unifot"We-

y objetivo que deU.ad te en f"orwa precisa su ccoopetencia. 

considero preciBQ analizar el concepto de Tribunal en vari~ 

de s\.ftl acepciones con el objeto de analizar ei la Procuradurla Fe-

deral del Conau.idor puede ser considerada coao un tribunal --

niatrativo .. 

El concepto generalizado sobre tribunal en su acepción ús 8!! 

p1ia se considera como "el cuerpo de' Jueces y Magistrados encarga-

dos de la Administración de Justicia". 2l 

21 Fdlanb Pal.lares, Di=J<:mrio de Derech:> Procosal Civil, F.dit. R:núl, S.A. -
~oo, l!jTT1 • p .. 715 • 



Y en estricto derecho se af'irma que es el "lugar destinado a-

los Jueces paro. la administraci6n de juatici a y pnrn pronunciar -

sentencias" 
22 

La doctrina mexicana sostiene las siguientes tesie: 11el trib!;! 

nal udministrativo puede ser definido desde dos diversos ángulos: 

el f'ormal y el materia~. 

Desde el. ángulo :formnl. se o.tiende a la especialidad o no de -

los órganos que conocen lan disputas del actuar administrativo. 

Cunnc!o existe esa especialidad se habla de los Tribunules Ad-

miniatrativos. 

Desde el ángulo material se atiende a la existencia de una -

controversia entre el particular e:fectado y la adm.i.nistr-ac16n. 

Según el criterio ~terio.l, existirá tribunal a.dministrntivO-

si se dan los elementos apuntados en la dc1:inici6n aunque quien C,2 

nazca del asunto sea un órgano del Peder Judicial. ordinario. 23 

Andrés Scrra Rojas establece que "lo característico del trib~ 

nal Administrativo, ya sea nnte la autoridad Judicial o ante "la -

autoridnd Administrativa independiente, estriba en ln existencia -

de 1.m litigio entre los particulnreo y la Administración". 24 

Nava Negrete indica que "en un procedimiento Administrativo -

promovido ante el Tribunal por los ndministrados o la Administra-

ción Pública y conlra actos de éata última ante órganos juridicci~ 

Z1 100.; p.~ 

Z3 Gdilix> ~..,._ Dero:ro Mnini.strati"'· cp. Ci,.t., p. 472 

24. Arxk"és Scrrn tbjas rcrech:> Adninistrati.vo, cp. Cit •• p. 1121. 

r 
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nalcs, ~s decir es cruado el Tribunal tanto para una dc:fcnsa de -

los derechos de los particulares como para veri ficnr un control -

jurisdiccional de los actos Administrativos"· 25 

El artículo 73 Constitucional establece en su fracción XXIX­

inciso H. 11El Congreso tiene racultad para expedir Leyes que ins­

tituyan Tribunnlca de lo Contencioso Administrativo dotados de -

plena autonomía para dictar aus fallos, que tengan a su cargo tli­

rimir las controversias que sr suocitlen entre la Administraci6n PQ 

blica Federal ;r los particulares, estableciendo las normas para -

su organización, su f'uncionamicnto, el. procedimiento y los recur-

sos contra sua resolucioncs11
• 26 

La Pl"ocuraduría Federal del ConsUJl'Jidor por disposici6n legal 

obliga a terceros n conducirse en el sentido del mandato que exp! 

da; pucdu decirse que en el Contencioso Administrotivo ha de con­

Giderárscle como autoridad demandada y en el, amparo como outori­

dnd responsable. 

Por otra parte, el proceso ordinario que se sigue ante los -

tribunales, es !'undamcntnl para la rcuol uci6n de lnn con trovcr- -

sías que se sunci tan en las relaciones mercantiles entr~ connumi­

dorcs y comerciantes; a1"irmar lo contrario cquivoldria a conceder 

a ln Procuraduría Ft!dcrol del Consumidor lucul tadcs jurisdiccion!! 

les como órgonu iHt.er;rnntc del Poder Ejecutivo, tal y como lo es­

tablece el artículo 57 de la Ley de ln materia; por tanto, nos ub! 

camas en ln hipó\.t?.Gis violatorin de lu Con~titución. 

Se alentaría contra el espíritu del artículo 13, que se re-

25 Alf'CllfX> Nav-..i Negrete, ~Procesal, &lit. Pcrrúa, S.A. l.!1.:9, p. 116 .. 
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:ficre a los tribunales especia.les por e:i hecho exclusivamcrite de -

conocer de proveedores y consumidores y se estaría en contra de lo 

precscrito por e1 artí:cu1o 49 Constitucional al reunirse dos pode­

res. el Judicial y el Ejecutivo, en wia s61a C<X>rporaci6n u 6rgano; 

par lo qUe hace al urt!cuio 94 Constitucional. en cuanto que se es't!! 

ría agregando tm tribunal m6s al poder Judicial de la Federaci6n 1 -

de lon que dicha nonos. jurídica índica ( Suprema Corte, Tribunal.en 

Colegiados y Juzgados do Distrito )¡ y, el articulo 104 de la nor­

ma de nonn.os. en cuanto a que las atribucionca jurisdiccionales a­

la Institución en comento, atentaría en contra del principio de 1a 

Jurisdicci6n concurrente .. 

Es preciso apwt:ar la distinción que puede hacerse de loa ac­

tos que emiten 1os 6rg.anos del Estado.. Desde un punto de vista e'!! 

trictal\ente !'ormal, 1os actos que cmánnn de1 Poder LegislaU vo son 

creadores de ai'b.lnciones jurídica.a general.es, es decir, son actos­

propiamente iegislativos.. En tanto los actos que emanan del Poder 

Judicial. desde la perspt:cti.va Connal. son actos cr-eadores de situa­

ciones jurídicns concretas. es decir, dirimen controversias a tra­

vés de unn sentencia. 

Loa actos típicos de la Admini'Strnci6n ( Poder Ejecutivo ) -

pueden ser creador-en de situaciones jurídicus generaleR y/o cono;:: 

tas, aunque desde tm punto f'ofü18..1 tendríamos que admitir que todos 

los actos del Ejecutivo son actos adtninistrnti vos y por tanto son­

más concretos que general en. 

Desde t.m punto rlc visUl material. los acto.!J. de los poderes -



57 

pueden ser indistintamente Legislativos, Ejecutivos 6 Jurisdicci~ 

nales. 

Estimo que desde t.m. punto de vista estrictamente formal no -

puede considerarse cOllO un tribunal Administrativo a la Procurad~ 

ría Federal del Conswaidor, toda vez. que de la exposición realiZ,! 

da Se desprende que en un tribunal administrativo se dirimen con­

troversiaa generalmente entre la AdJD.inistraci6n Público. Federal y 

los particulares afectados contra los actos de la tnisma. 

Situaci6n que no ocurre ante la Procuraduría Federal del Co!!. 

sum..ldor, toda vez que ah! se dirimen controversias entre consumi­

dores y proveedores 1 es decir, controversia.e entre los particula­

res ante la Instituci6n. A ma.yor abundaiaiento y en conclusión .no 

puede considerarse cOt!W:> tribunal, ya que la propia Ley considera­

ª la Procuraduría COiDO un organismo descentralizado que tiene co­

mo. f'in proteger a los conoUlllidores. 
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3.2) DIVERSOS CONCEPTOS ESCENCIALES. 

Para establecer un concepto generalmente se. propician grandes 

polémican, regla a la cual no se sustraen las ideas de protección-

al consumidor, junto con las partes que concurren en la relación -

con trae tu al del consumo. 

De ahí que resulte de interés analizar los conceptos de cona~ 

midor y proveedor, con la observación de que desde la perspectiva-

legal, la referencia que se hace de estos términos no hace sino m~ 

dif'icar la relación jurídica entre el titular de una oferta de bi! 

nes o servicios, con el titular de una demanda o aceptaci6n de los 

mismos. 

En el ciclo económico general, el consumo ocupa, lo mismo el-

momento inicial que el :final; puede ser que los bienes y servicios 

puedan signif'icar satisfactores directos del consumidor 6 insumos, 

en consecuencia el título de la Ley no debería conducir a la supo-

sición de una cierta clase protegida, y de ahí que inclusive en 8! 

gún momento se haya propuesto el cambio, es decir en lugar de pro-

tccción al consumidor scrín de protecci6n al consumo, quizás esta-

denominación no sea tan plausible, pero que tiene al menos, la co!! 

secuencia de dar enfásis al acto y no a la persona. 

Moreno Sánchez, opina que 11cl consumidor no es en sí una cla-

social, y la Constituci6n no le da tal carácter". 27 

En ténninos generales Guido Alpa manLficsta que 11los conBumi-

Z7 OJillerno ""'""' Sfrd-ez. La ccrcllincién y el Arbitraje m la Ley Fa:leral de,' 
Protecciln al O:n>Jnidr, Sexta E¡xx:a. lb. 13 Ecli t. El Faro, Móxico, l!JlB. ¡xig 

76. 
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dores como tales no pueden constituir uno categoría uni fonno y -

homogénea, y mucho menos una c1ase • ya que no es posible hablar­

de consU!hO 6 consumidores prescindiendo de la ubicaci6n econ6mi-

ca y social de cada consumidor en particular, no todon los cona~ 

midores pueden ser considerados igualee porque los hay de todas-

clases sociales". 28 

Los autores invocados anteriormente coinciden que el con­

cepto de consumidor es tan amplio y dU"uso que se dcsvirtuo la -

intcnci6n del legislador al pretender proteger a una cierta cla­

se social. 

Considero que la noci6n que prctendi6 incorporarse en la -

Ley Federal de Protecci6n al Consumidor, por tener un carácter -

tutolador y proteccionista, ea precisamente la que se orienta a­

considcrar s.l. consumidor como una clase social débil, que requi!:, 

re de normas protectoras como es el caso de los trabajadores, -

campeeinoe, subcmpleadoa y clases populares que perciben genera_! 

mente salarios mínimos. 

Es importante resal t.o.r que la Ley Federal de Protección al 

Consumidor, incurre en el error de conceptuar como conaumldores­

a personas u 6rganiamos 1 que no son en realidad la parte más dé­

bil en un· contrato. 

Bcrnitz. opina respecto a la po1ítica de protecci6n al con­

sumidor que ºhay quienes han querido dar n 1a política de prote5:. 

ci6n un contenido muy amplio de .forma que abarcase la situaci6n-

al Qtid:J AlpJ La ¡rotmciln al o:nsunicbr., q>. Cit.. p. 67. 
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económica total de la familia. Si otorgamos al ténnino un cont!: 

nido demasiado amplio se corre. empero, el riesgo de diluirlo -

hasta el punto que pierda su .f'Unción cohesiva.. El ténnino pro-

tección al consumidor deberla limitarse de :forma que correapon-

diera la protecci6n n 1()8 ciudadanos, colectiva o individualmen-

te. cuando actúan en el lado de la demanda del mercado en calidad 

de compradores o usuarios de bienes o servicios". 29 

Barrera Grarr afirma que "a eí'ecto de precisar si se just,! 

f'ica la protección de la Ley, nl conaUJttidor como parte débil en-

el contrato, o bien, si por estar organizado y constituido prof!, 

sionalmente, como empresa; no se Justi:f"ique concederle ninguna -

protección especial, para no colocarlo en si tun.ción de pl'"ivile-

gio f'rente a su contrapar-te". 30 

Tnl parece que no debe hacerse tan extensiva la protecci6n 

nl. consumidor. pues asi se desvirtua el sentido de la mencionada 

Ley. 

Después de éste breve análisis considero que el consumidor 

es la persona fíé.ica o moral que adquiere o contrata, como el ú! 

timo eslabón de la cadena del proceso productivo un bien o serv!. 

cio regulados en la Ley Federal de Protección al Conswnidor. 

PROVEEDOR 

En torno al concepto de proveedor, ha resultado difícil -

unificar criterios, puesto que se encuentra def'ormado o en mi -

29 UU" Berni tz la Prote::clál "1 G:nsunid::r. Prqléaito, ltít<:xhl y Líneoo -
=luti"'"' en la Lcgisltciál Nénlica, en C!'pCclal a.xa oo ~ nl -
O:nsunidcr. Frli.t. ~ "-1, S.A. México, l!Bl. Ja. rule. 

3l .kr¡}> Borrcrn Chñl'. La protecciál nl a:nuid<kr en el derod-o ireidan>, -
Edit. ltEV3 Inéc;n S.A., >E:xic:o, 1.001, la. &lle.. p. 1C6. 
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r:onccpt.o ck~wirt.u¡1do en ln Ley Federal do Protección i.1) Consumi­

dor ya que a 1 pretender dcfi ni r al proveedor lu l.cy considcr."J e~ 

Lal a las pcr5onas finicns y morales que real icen actividades 

de producción, dislribución, comercial izr1ción, prestación de se!: 

vicioR, emprcstJG de participación estatal, organismos dcscentra-

1 izados, órganismos del F.st¡1do, comcrciunt.cs que hagon del come!: 

cio su ocup~ción habitual o reiterada, fraccionadorcs y constru.!: 

tares de vivienda; es decir que es tan runpl io la concepción de -

proveedor, que su precisión 

concreta noción del concepto. 

di luye y deja sin esclarecer la -

Aunado a lo unt.crior, un la citada Ley se establecen innum~ 

rablc5 equivaler·cias al término de proveedor, destacándose las -

siguicnte5: 

Anunciantes, empresa matríz, filiales, subsidiarias, sucu!: 

sutes y agencias, autor de la, vendedor, lubricante, personas d.!: 

di cadas u ln reparación de toda clase de productos, establccimie!! 

t.o comercial o de sr.rvicios, propietarios o encargados de csta­

hlccimicntos, etc. 

Por lo que ~;e hace necesario elaborar una derinición de 

proveedor con un concepto génerico, en el que se precisen las en 

ructerísticas csccnciales de la otra parte contractual, sujeta a 

los disposicionr.s d~ la 1.cy de la materia, ya que no todo vende­

dor o prcsté1dor de ~crvicios puede zr.r proveedor y, mientras no-

llcvr. a r.nbo la realización de ese concepto claro y preciso -

la l.cy seguirá siendo deficiente e incongruente en su aplica-
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ci6n y se encontrarán siempre excesos. 

Estimo que debe entenderse p<:Jr proveedor al que forma par-

te integral en la relación cocnercial de algunos de los contratos 

regulados par la Ley, ya sea la persona f"ísica o mora1 que oí're-

ce al público en genera1 bienes o servicios, para su contrata- -

ción, destinado con f"ines de lucro, con una capacidad económica'-

suf"icicntc paro producir o comercJ.alizar bienes o prestar servi-

cios al público. 

PROCURADOR Y PROCURADURIA. 

Procurador.- Del latín procurator. El que procura. 

En estricto derecho es el abogado o licenciado en derecho que de-

fiendc ante los tribunales, en í'onna ora1 o escrita, los intere-

ses de las personas que le encomiendan sus asuntos. 

Es el titular de WlB dependencia encargada de administrar-

Justicia. 

Procuraduría.- En su slgni:ficacl6n más amplia puede decir-

se que es el oficio o cargo de Procurador. que realiza !'unciones 

de procuración; es decir, llevar a cabo diligencias de cuidado y 

manejo adecuado de los negocios de otro. 

Es una dependencia de la Administración Pública Federal o-

Estatal". 31 

31 ~iclqnlin S;Uvat diccio1ario. Salvat Edib:ra, S.A. flúdco lln> Taro 10, 
p.2734. 
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3.3) NATURALEZA JURIDICA DE LA PROCURADURIA FEDERAL DEL CONSUMIDOR 

Respecto a la naturaleza jurídica de lo Procuraduría Federal 

del Consumidor puede afinnarac • de acuerdo con los cri ter los BPU!!. 

tndos, que es f"ormalmentc un organismo descentralizado atípico~ -

toda vez que excepcionalmente estos 6rganos que no son más que -

auxiliares de la administración están investidos del inrpcrium de­

la Ley con el carácter de autoridad; igual puede decirse que por­

ningún motivo podemos juzgar que oc este en presencia de un trib~ 

nal administrativo ya que como se dijo las partee no dirimen con­

troversias contra la propia Administraci6n, sino más bien entre -

los particulares. 

Lo espinoso de esta inntituci6n es de que por prote&erse a -

una de las partes en conflicto pudiera en aleún momento, que se­

ria inmoral 1 juzgar que la Procuraduría Federal del Consumidor se 

constituye en juez y parte, como se desprende del artículo 57 de­

la Ley Federal de Protecci6n a1 Consumidor que establece: "La Pr~ 

curaduría Federal del Consumidor es un organismo descentra1izado­

de servicio social. con personalidad jurídica y patrimonio propio 

y con !'unciones de autoridad edminiatrativa encargada de promover 

y proteger los derechos e intereses de la poblaci6n consumidora. 

mediante el ejercicio de las atribuciones que le conf'iere 1a Ley". 

Es en conclusión un organismo descentralizado con f'unciones­

tanto similares a un tribunal administrativo. investido de au­

toridad. como un órgano conciliador. 



C A P I T U L O IV. 

EL PROCEDIMIENTO DE PROTECCION AL CONSUMIDOR 

EN EL CONTRATO DE COMPRAVENTA. 

4.1 ¿ ES UN PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO O ES 

UN AIJTENTICO PROCESO INSTRUMENTAL ? 

4. 2 IRREGULAR!Df\OES E INEFICACIAS DEL PROCE­

DIMIENTO ADMINISTRATIVO Ell LOS CONTRATOS 

DE COMPRAVENTA. 
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El procedimiento de protección al consumidor en el contrato de 

compraventa. 

Modelar las condicionen del mercado y controlar o modificar -

las reglas del mismo, constituyen la Parte sustantiva de la políti­

ca económica que desarrollan los Estados modernos, en virtud de la 

necesaria intcrvenc16n que loo tiempos ac'tuales imponen. Cierta- -

mente que en un país de oricntaci6n capi taliste o de economía mixta, 

como quiera llamársclc, surgen di versas Inoti tuciones que af'irmnn -

la intervención del Estado en la economía; dentro de este contexto 

tiene sus origcnes la Empresa Pública. La restricción de la concu­

rrcnc ia, la determinaci6n expresa de algunas actividades que sola­

mente pueden ser desarrolladas por el Estado, la competencia desle­

al y, como unn conaccuencio natural, lo. protecci6n al consumidor. 

En el presente cap! tulo se pretende exponer el analieie de la regl!!. 

mentación del contrato de compraventa y el procedimiento de protec­

ción que se lleva n cabo ante la Procuraduría Federal de Protecci6n 

al Consumidor, de acuerdo n las atribuciones que le otorga ln Ley. 

El contrato de compraventa es por derecho propio una f"igura t.f 

pica del derecho civil. No obstante haber sido reformada la Ley, -

con fecha 7 de febrero de 1985, se pasó por alto un hecho incuesti~ 

nable, y·a que no es 16gico suponer, que leyes tan diversas y auste!! 

todas por principios divergentes regulen. una s6la figura como es el 

caso del C6digo Civil, el Código de Comercio y la Ley del Consumidor 

que es de índole social, y por tanto se aparta de los principios -

que son válidos para el derecho ordinario. 
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En la 1.ey Federal de pl"otccci6n al Consumidor, se pretenden r.!: 

gular compraventas civiles y compraventas mercantiles puesto que no­

hay una determinación espccíf"ica del referido contrato en la Ley, es 

decir que no hay una concreta dif'ercnciaci6n, en el tipo de compra­

venta que le corresponde. 

Las modalidades de la compraventa que regula la Ley de Protec­

ci6n al Consumidor. 

Compraventa de bienes inmuebles.- En diversos artículos de la­

Ley en comcrito se habla de ella jWlto a otras dos modalidades, a pla­

zos y con reserva de dominio, en los artículos 19, 20, 21, 28 y 52,­

se hacen expresiones a las mismas, pero siempre incluyendo otros co!!: 

tratos, en fonna expresa o ímplicita. Se específ'ica en los articu­

las 3ª y 27 de la Ley que a la compraventa de inmuebles s6lo le se­

rón aplicables sus disposiciones, cuando el proveedor reuna la cali­

dad de fraccionndor o constructor de viviendas parn venta al públi­

co, '?ondicionnndo el que los proveedores puedan recibir pagos de loa 

consumidores hanta en tanto se formalice el contrato, imponiendo co­

mo obligación extrn n los proveedores, el que garanticen la entrega­

del inmueble, n satisfacción de la Procuraduría Federal del Consumi­

dor. 

Con lo anterior se evi trtn abusos en contra de vendedores de i!} 

muebles que no sean P.roveedores para efectos de la Ley. 

Compraventa a plazos • - Al igual que otroa contratos de la Ley 

(arts. 3o., 19, 20, 21, 27, 28, 29, 29-bis), en expresiones rcferi-. 
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das y ein tratarlo en especial, se alude a esta modalidad de la co!!! 

praventa, remi tiéndo en todo caso o.l derecho común o la doctrino. 

Compraventa con reserva de dominio.- En términos oemejantes 

la modalidad anteriormente comentada (nrt{culos 3o., 19, 20 y 27). 

Compraventa. de bienes perecederos.- En destellos si.alados, -

se menciona una compraventa de: "•• •• productos alimenticios de con­

sumo generalizado ••• , ••• bienes de consumo inmediato ••• bienes pe­

recederos •. •" esto es; se separa ímplicitamente, pero en f'orma ti~ 

beantc la compraventa que debe regular la Ley; la comPrav~nta de -

consumo, cuyo objeto lo constituyen bienes perecederos aptos para -

la nutrici6n humana. 

Compraventa a domicilio.- El capitulo sexto de la Ley Fede­

ral de Protccci6n al ConsUJtlidor, rcgUla las ventas a domicilio.- -

Entendiéndose por venta a domicilio " ••• la que se propone n una 

persona :física en el lugar. donde habite en forma permanente o tran­

sitoria, o en el de su trabajo 11 ., se exige la f'orma escrita y se e!! 

ta.blece que el consentimiento del consumidor se perfecciona hasta -

después de transcurridos cinco días hábiles contados a partir de su 

firma, por lo que por- decisi6n del consumidor- mani:fes'tada dentro de 

ese plazo por escr-i to y el acuer-do inicial puede quedar sin ningún­

cfccto jurídico. 

Las atribuciones que el artículo 59 de la Ley Federal de P~ 

tccción al Consumidor- otor-ga a la P['Ocuraduría son muy numcr-osas y-
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variadas, las C}Ue pueden ngrupnrse do la siguic?te f'ormn; 

l) La Procurnduria es reconocida como la representante gene-

ral de la poblaci6n consumidora, tanto ante autoridades administra­

tivas, como ante entidades u 6rganismos privados. (Fracciones l.· y 

Il). 

2) La Procurnduría pueda actual" también, como RepreScntante-

o Procurador Judicial ante los organos Jurisdiccionales, cuando a -

au juicio "la solución que· pueda darse al caso plan~cado. _ lle~ará a 

trascender al tratamiento de intereses colectivos", "ésta represen't! 

ción es especial y se ejerce previo manda.to expreso, o. nombre excl!! 

si vamen te de los consumidores que hayan otorgado el mandato. ( fra~ 

ci6n III). 

3) La Procuraduria debe ser 1a Promotora de los intereses de 

los consumidores, en cuanto que debe estudiar y proponer rncdidna e!! 

ctuninadas a la protección de aquéllos y "excitar a las autoridades-

a detener, modificar o evitar todo género de prá.cticas que leaionnn 

los intereses de los cons.urnidorcs0 .. (Fracciones IV y X). 

4) La Procuraduría es asesora de manera gratuita a loe cona!! 

midC>rcs y promueve la consti tuci6n de organizaciones de consumido--

res al prestarles la asesoría necesaria. (Fracciones V y XIV) .. 

5) Además, tiene f'unciones de denunciante en diversas Ql<lte-

rias., como la violación de precios, normas de calidad, pesos, mcdi-

das Y otras características de los productos y s.er-vlcios 1 que lle-
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guen a su conocimiento. {Fracción VI); la existencia de prácticno­

monópolicas o tendientes .a la crcaci6n de monopolios y las violaci~ 

nes al artículo 28 Constitucional y oue legislacione's reglamenta- -

rias. (Fracción VII); y, en general, los hechos que puedan consti­

tuir delitos o f'altns administrativas. (Fracciones IX y XI). 

6) Una de las principales atribuciones de la Procuraduría en 

cuanto hace al procedimiento, son las que se enmarcan en la· f'rac~ -

ci6n VIII, a la que haré mención en f"orma detallada con posteriori­

dad, en virtud de considerarla como tema principal de estudio en el 

presente trabajo. 

7) La Procuraduría debe organizar y manejar el Registro Pú--' 

blico de Contratos de Adhesión a que se ref"iere el artículo 63 de -

la Ley de la materia. (Fracci6n XIII). 

8) Y, en general, velar en la esfera de su competencia por -

el incumplimiento de la Ley y de las disposiciones que de ella ema­

nen. (Fracción XV). 

El artículo 59 Bis establece que los inmuebles destinados a­

la habitación ubicadas en el Distrito Federal, la Procuraduría ten­

drá las mismas atribuciones del artículo anterior, respecto a la v! 

gilnncia y tutela de los derechos de los arrendatarios. Ahora bien, 

se analizará a continuaci6n el artí~ulo 59 Frac. VIII, considerando 

que es lu atribución más importante que otrga la Ley a la Procurad!;! 
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r{a, toda vez que en ella se encuentra establecido todo ~l procedi­

miento de protección al Consumidor; el cual se divide propiamente -

en conciliatorio y arbitraje. 

El procedimiento de conciliaci6n, es el que tiene como f'ina­

lidad el que las partes lleguen n Wl nrreglo, resolviendo la incon­

fonnidad del consumidor, dando fin amistosamente al litigio genera­

do por lo relaci6n contractual consumidor-proveedor. 

El procedimiento se inicia al acudir el consumidor ante lo.­

Procuraduría Federal de 1 Consumidor y presentar su queja ya sen VC_!: 

bal o por escrito en contra del proveedor, derivBda de una relaci6n 

contractual entre ambos. La Procuraduría requerirá un inf'orme por­

escri to y por duplicado del proveedor, en un plazo de 5 días hábi­

les para presentarlo, término que antes de las rcronnae a la Ley -

quedaba a diacreci6n del citado 6rgano y para el caso que el prove~ 

dor esté dispuesto a satisfacer la reclamaci6n. previa verificación 

por parte de la Procuraduría de su realización se dará por concluí.­

do el procedimiento en cuestión. ( art. 59 frac. VIII inc., a) .. 

La Ley en cita. dispone que a falta de satisfacción de los i!! 

tcrcses del consumidor, se citará a las partes n una audiencia de -

conciliación; celebrada esta audiencia podrán suceder las siguien­

teG hip6tcsis: 

a) Que el proveedor quede obligado de pleno derecho con el -

consumidor. (artículo 59 Frac. VII inciso e). 
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b) Que las partes estén de acuerdo en designar arbitro a la Pr2 

curaduría, sometiéndose a un procedimiento de arbitraje. (art. 59 -

VIII inciso e). 

e) Que el conswnidor deje de asistir a la audiencia de concili,!! 

ci6n, dándose por desistido de su queja, o en su caso juotit"ique, sin 

mencionar la Ley cuales serán los medios para acreditar su inasisten- · 

cin, dentro de los 10 días hábiles siguientes a la celebración de la­

misma, y se cita para una nueva audiencia de conciliación por una s6-

la vez. 

En cuanto a la primera hipótesis se puede decir que es una man!:. 

ra de vincular a loa partes en el cumplimiento de sus obligacioneo, -

mediante convenio, pero a falta de regulaci6n eopccíf"ica para su cum­

plimiento según se deaprende del citado artículo, a mi criterio, se -

debe recurrir ante los tribunales comunes en la vía ordinaria civil. 

En lo tocante a la segunda hip6tesis, a f'alta de conciliaci6n y 

en el supuesto que las partes eStén de acuerdo en suscribir un comp~ 

miso arbitral, ya sea en: I) en amigable composición o, 2) en juicio­

de estricto derecho, a clccci6n de las partes. (art. 59 Fracc. VIII·­

incisos e y e). 

En la primera f'orma se :fijarán las cuestiones que deberán ser -

objeto de arbitrojc y la Procuraduría resolverá en conciencia y de -

buena f'é guardada si~ sujeci6n a reglas legales, pero observando las­

formalidadcs del procedimiento: la resolución correspondiente s6lo a~ 

mitirii la aclaración, haciéndose notar que no es un recurso y salame!! 
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te implica el esclarecimiento o la ampliación de alguno de los con­

siderandos o de los puntos resolutivos. pero no la modificación del 

sentido del laudo. Ahora bien, en el juicio arbitral de estricto -

derecho las partes fonaularán compromiso, en el que se fijarán - -

igualmente las reglas del procedimiento y se aplicará supletoriarnc!!. 

te el Código de Comercio, a falta de disposici6n en dicho ordena- -

miento, el Código procesal civil local aplicable. 

Las resoluciones en juicio arbitral de estricto derecho, dict.!! 

das en el curso del procedimiento, admitirán como único recurso el 

de la revocación. Los laudos no admitirán recurso al,gwi.o, si asi -

lo disponen las partes en el compromiso arbitral. 

El artículo 59 fracción VIII inciso d), otorga a la Procuradu­

ría la facultad de analizar los hechos motivo de la reclamación, eí 

no hubo conciliación ni compromiso arbitral o el proveedor no esis­

t~ó a la audiencia de conciliación a que se ref'iere el citado ar- -

tículo en su inciso b) pero sí el consumidor y en el caso de que -

considere que exista una posible violación a la Ley, otorgará a las 

partes diez días hábiles comwi:es para que rindan pruebas y formulen 

alegatos; resolviendo en los 15 días hábiles siguientes, con base -

en las constancias, circunstancias, pruebas u elementos de juicio, 

determinará si existió o no violación y se dict~rá la resolución a!!_ 

ministrativa que proceda, dejando a salvo los derechos de las par­

tes, según sea el caso, para que los ejercite ante la jurisdicción 

ordinaria. 
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La Procuraduría sancionará administrativamente al proveedor i~ 

f'ra.ctor si es que el asunto le corresponde según lo previsto en el 

artículo 87. Resulta irregular condicionar a las partes el derecho 

que tienen de acudir a ln jurisdicci~n ordinaria sin antes someter 

sus diferencias e la Procuraduría. 

En la práctica debe reconocerse que tal procedimiento brevísimo 

establecido en la Ley para determinar si hubo o no violación a. la -

misma, no se ha cumplido debidamente y se continúa con una práctica 

arraigada y arbitraria, consistente en sancionar a los proveedores, 

violando los artículos 14 y 16 Constitucionales. 

Por otra parte, el artículo 66 di~pone que si se persiste en la 

inrracci6n, podrán imponerse multa.a por cada día. que transcurra sin 

que ac obedez.cn el mandato respectivo. En rcleci6n a este precepto 

cabe cucntionar a que mandato se ref'iere la Ley, ya que se considera 

que no puede referirse en pagar la multa, pues ln Procuraduría care­

ce de competencia para exigir el cobro de créditos .fiscales, en todo 

caao la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, previo el procedi­

miento de la ley respectiva (Código Fiscal} ca quien se encarga de -

tal cobro .. 

Si el mandato a que Be refiere dicho artículo, consiste en dar 

cumplimiento a unLl relación contractual, tal cosa equivaldría a con­

cluir que las ordenes de la Procuraduría son inalterables y creadas 

para cumplirse a costa de lo que sea, estudio que se analizará poat! 

riorrnentc con mnyor prof'undidad. 
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En el articulo 59 Fracción VIII inciso .f) se preveen términos -

para la presentaci6n de lau reclamaciones o quejas de loa consumido­

res. Seis meses para bienes o servicios y W\ año tratándose de inmu~ 

bles; declarando expresamente interrumpidos los plB'l.OS de prescrip- -

ci6n de las acciones procesales, en tanto se trámite algún procedi- -

miento nnte la Procuraduría Federal del Consumidor. 

Dentro del procedimiento, se f'aculta a la Procuraduría para re­

cibir billetes de dep6si to expedidos por instituci6n legalmente auto­

rizada para ello, notificándoae al interesndo para los efectos lega­

les n que hubiere lugar. Y, w1a vez concluido el procedimiento se e!! 

dosarian dichos billetes según corresponda. 

Se decreta e:icpresamentc {violándose así la Consti tuci6n en loe­

artículos 8, 13, 14, 16 y 17, entre otro&), que será improcedente - -

cualquier procedimiento - entiéndase judicial - para dirimir laa díf"!:_ 

renciaa entre proveedor y consumidor hasta que no concluyan los proc!! 

dimientos administrativos ante la Procuraduría. nl condicionar el ac­

ceso a la justicia, previo el agotamiento de trámites de índole admi­

nistrativo, que no vinculan a lns partes y para ltt soluci6n de los -

conflictos de intereses que plantean y que se rctaI"dan enormemente el 

asunto.. (artículo 59 f'racci6n VIII inciso h); pues por mandato de la­

misma Constitución debe ser pronta y expedita la justicia. 
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Además, se faculta n la Procuraduría para designar périto en e~ 

so de haber discrepancia entre las partes, a erecto de la designnci6n 

se. observará lo mismo en caso de que el proveedor y el consumidor o -

uno s6lo de ellos no proponga périlos. (artículo 5~ fracci6n VIII, i!,! 

ciso l). 
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De manera suscinta se ha establecido el procedimiento f'ormal de 

la protección al consumidor cm el contrato de compro.venta. sin embar­

go. con formular la deecripci6o no es suficiente toda vez que. en el­

fondo de este procedimiento existe un problema que no podemos eludir, 

porque se refiere n un asunto de trascendencia: jurídica, que en un ~ 

mento determinado podría llegar a conetl tuir un precedente para otras 

instituciones que pondr[nn en peligro o en duda. el ejercicio de loa -

derechos de los gobernados. 

La reflexión anterior la hacemos conscientes de lo espinoso que 

en incursionar en un tema prof"undwnente debatido por la doctrina este 

tem.n consiste, dndas las cnrncter.fstican especí:ficaa del órgano Proc!:!_ 

radurín Federal del Consumidor, en Mal.i'l.ar si el "procedimiento adm!, 

nistrativo 11 que se lleva a cnbo ·ante dicho 6rgano, constituye desde -

el punto de vista material un auténtico proceso instrwnental • uno de-

los llamadas procesos paraprocesa.les o un procedimiento con caracte-

rísticas de proceso, etc. 

La problelllática actual puede def'inirse de la. siguiente manera: 

Mientras que en un proceso jurisdiccional las pal"'tes concurren 

para dirimir controveraiua. el Juez como 6rga.no del Estado actúa co!! 

forme a la Ley, de mancr-a imparcial, allegándose de todo.s las prue­

bas y elemc:.ntos que estime necesario, llevando actos concatenados P!!. 

ra la consecusión de unn f'inalidnd que es la resolución de los con-

f'lictos entre los particulares. 
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Por otra parte 1 el "procedimiento" que se lleva a cabo ante la­

Procuradurín Federal del Consumidor, el órgano del tstado que funge -

corno autoridad, interviene mediante la conciliaci6n. la apoC-taci6n de 

pruebas y alegatos, sin que llegue a emitir una auténtica scntencia,­

sino más bien una resolución administrativa, que sólo llega a detcrm,!;. 

nar si hubo o no violación alguna a la Ley Federal de Protecci6n al -

Consumidor, sin que se llegue a determinar y a resolver el problema a 

.fondo. 

De ahí nuestro interés por illlaliznr algunas ideas acerca del p~ 

ceso y del procedimiento. 
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4. 1) ¿ ES UN PROCEOIMif.NTO ADMINISTRATIVO O ES UN AUTENTICO PROCESO 

INSTRUMEHT AL ? 

Ante el cuestionnmiento que se plantea, considero necesario co!!_ 

tal" con los elementos doctrinales, que permitan llegar a conclusio-

ncs válidas. 

Carnclutti, dice que 11cl proceso no ea una sola relación jurí-

dica, sino un conjunto de relaciones que van naciendo y extinguién-

dosc a medida que aquél se desarrolla". 

"El proceso es la suma de loo actoa que se reoli zan para la -

composición de un litigio; y el orden y lo sucesión de su realiza-

ci6n el procedimiento". 
31 

Paro Ghiovenda 11el proceso es una relación jurídica de Derecho 

Público que se establece entre las partes y el Jucz0 • 32 

Jaime Cuaap considera 11al proceso como una institución para -

que en ella las partes f'Ormulen sus pretcnciones y estás sean cali-

ficadas y resueltas por el órgano jurisdiccional". 33 

Eduardo Pallares manifiesta que 11cl proceso jurídico es una S.!:_ 

rie de actos juridicos que se nuccden regularmente en el tiempo y -

se encuentran concatenados entre sí por el rin u objeto que se qui~ 

re realizar con ellos. 

31 fhn:m::o Olmelutti. Slstenn oo Derocllo Prcx:esa1 Civil, lUrr:s Jlires, lJIDIA, 

1944. 'ltno I p.p. 765 y ?re. 

32 GiUlflq)Q Qúovrn00. JT&ya> re °""'1"0 """"""'1 Civil, D.J<ns Aires, = p. -
:um; 

:n JUiJre ~- rcnxm l'r=csal Civil, M:rlrid, Instituto re Estuliro Politicoo. 
p. 1347. 



En su acepci6n jurídica más general, la palabra proceso comP,rende a 

los procesos Legislativo, Administrativo y Judicial. Y del proccd! 

miento dice que 11es el modo como va desenvolviéndose el proceso, 

los trlimites a que está sujeto, la manera de substanciarlo". 34 

Según Cipriano G6mcz Lara 11 los términos proceso y procedimien-

to so emplean con frecuencia como sinónimos o intercambiables, sin-

embargo conviene evitar ln conf'uni6n entre ellos, porque si bien ~· 

do proceso requiere para su desarrollo un procedimiento, no todo -

procedimiento es un proceso •• El proceso se caracteriza por su fin!!_ 

lidad jurisdiccional compositiva del litigio, mientras que el proc= 

dimiento puede manif'eatarse f'uera del campo procesal, cua1 sucede -

en el orden administrativo o en el legislativo o se reduce a ser -

una coordinación de actos en marcha, relacionados o lign:dos entre -

sí por la unida.d del· ef'ccto jurídico f'ina.l, que puede eer el de un-

proceso o el de una .fase o .fragmento suyo. El proceso es pues, un-

conjunto de f'ormas o maneras de actuar y, en cate sentido, hay mu-

ches y variadoa procedimientos jurídicos". 
35 

Acosta Romero dice que el proceso es "el conjunto de actos rea· 

lizados confonne n dcterminadads normas, que tienen unidades entre-

sí y buscan una finalidad, que es la resoluci6n de un conf"licto. La, 

restauraci6n de un derecho, o resolver una controversia prcentable-

cida y mediante una 5entencia11 36 

34 lld.arOO Pal.!Bres. Dicclcnario de LCredP Pro:=al Civil, JolS:id.co, Pcnfu J.Jm -
fu. Edic. p. s:Jl. 

35 Cipr-ian cDn;?z t.aro.. 'I'Exría Gmcral 001 Pnx:eoo, WOO.oo, UW4, 2da .. F.dic. l.EBl, 
p. 2<15. 

36 l'<:rol:D fbrero. Tc(ria Gmeral, d>., cit., p. S/3, 
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oé lus t.run:;cripcionf.':i que de manera breve se expusieron, se -

puede c·stublcccr qu<.?- el proceso viene a ser el continente y el pro­

cedimiento el contenido¡ en efecto. el proccdimicn\.o es el conjunto 

de nonnus, principios e insti tucíonca qm.• rceulo.n propiamcnle el -­

proceso y este 'iltimo lo constituyen los netos que realizan los par. 

tes teniendo como rector al Juc~, paru concluir en una finalidad -

que es la actualización de unn Ley a los intereses tutelados media!! 

te ln obtencíón de una scnt.cncia favorable. 

f\ mayor abundumi<mt.o, considero necesario para eí'cct.o de prcc!_ 

el concepto de procedimiento determinar cuando si es procesal. 

"Cuando se cncucntrn dont.ro del proceso y posee la nota o ca­

racterística de proyC!ctividad que identifica a los netos procesa.les, 

es decir cuando cst.ó c:slabonada. con otros, todos ellos dados dentro 

del conjunto de a.et.os que configuran al proceso, y que son actos de 

las purLes, del 6rnano jurisdiccional y de los terceras ajenos a la 

re lución substnncinl, que se enfocan o proyectan hacia un acto fi-­

na1 deJJplicación de una. Ley general n un cnso concreto controvcrti-

do para dirimirlo o rtmolvcrloH. 37 

F.n rr;Jnción al procedimiento administrñtivo, Acosta Romero di­

C:.ú que "t:'n todo el conjunto de actor. scñnlados en la LL•y, pat"a la -

producción del acto adminintrativo" .. 38 

Cabina Fra¡p1 opina nl re~peclo que "es el conj11nlo de formali-

~f/ CJprluo \i'nc-..... 'furín Cfyl('..m..t ••• OO. cit. p. 2-16. 

~Ji kr-.i.'>la lbrcro, 'fe-orfo ~~ •••• c.p. el t p. 573 
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da.den y actos que preceden y preparan el acto a.dmnistrativoº 39 

García Oviedo dice que "el procedimiento administrntivo lo con! 

ti tuycn los trámites y formalidades que debe observar las reclamaci~ 

nes que los particulnrcs f'ormulcn 11 

40 

De ln..q definiciones anteriores se desprende qúc se hace refcre.n, · 

cia al acto administrntlvo que es una manifestación unilateral y ex­

terna de la voluntad, que expresa Wla dcciai6n de una autoridad adm! 

nistrativa. 

Por-- lo que es csccncial y necesario para lograr la eficacia de 

la justicia administrativa, así como de lo. tutela de los derechos e 

intereses legítimos de los administrndoa • la regulaci6n precien de -

la actue.ci6n de las autoridades adminiatrntivas, a través de la cxp~ 

dici6n de un código de procedimientos administra ti vos, que no existe 

en nuestro país, por lo que impera una verdadera anarquía en el cam­

po procesal ndmlnistrativo .. 

Finalmente, respecto n las procedimientos en í'orma. de juicio o 

para procesales, de acuerdo con Cipriano Gómcz Lara son los ºnetos 

de autoridad que no provienen de tribunales pero que emanan de un -

procedimiento en f'onna de juicio, e)(presión que engloba el sector ~ 

plísimo de todo el campo procesal estntal, sobre todo de diversas e!!_ 

tidndes u organismos de la Administración Públicaº como ejemplo señ!'!_ 

In el procedimiento nrbitral al que puedieran sujetarse las partes -

note la Procuraduría Federal del Consumidor .. 

:E G:lbin::> 1-"ttl(p I:r!f'O:fn Adninistrotivo •••• ,C{l.cít., p. 6IB. 

'D Go.r:cia CNi(Ó) Ccn:rl'o Adnin.istrativo, 4a. F.di.c. F.JSA., lwbdt-id 1957, T.1 p. 571 
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Alcalá Zamora y Castillo nos expresa que 11dcntro de los orgnni.!!_ 

moa de justicia paritaria, el puesto de juez imparcial sea ocupado -

por un :funcionario administrativo o por un delegado gubernativo ••• :. 

se trata ••• de procesos sustraídos por razones más o menos atendibles 

a la juriedicclón judicial ordinaria, para tronsf"erirlos a una Juri! 

dicción gubernativa o administrativa especial¡ el mismo Alcala Zamo-

ra advierte que 11 la materia del litigio ••• origina el ••• deslinde en-

tre litigios que susceptibles de soluci6n procesal y litigios excluf 

dos de la misma principa1mente para quedar reservados a la adminis-

trnci6n mediante moda1idadcs más o menos proccsalizadas de autodef'en 

sa o de autocomposici6n". 41 

De las ideas.anteriores encontramos dos situaciones diversas, -

pero ambas pnraproceaalce, por un lado, los procesos sustraídos a la 

Jurisdicci6n Judicial, pero encomendados a otra para-jurisdicción en 

manos de organos de la adminis traci6n y que, indudablemente, serian-

los casos señalados por la Ley de amparo, de los procedimientos en -

forma de juicio que provienen de autoridades que no son tribunales. 

(nrt. 104 de la Ley de Amparo). 

Como corolario de todo lo expuesto se puede apreciar que en el-

proceao civil así como en el administrativo existen puntos de cone-

xión para el análisis del proceso llevado a cabo ante la Procura.du-

ría Federal del Consumidor; en principio, de manera unif'orme se pue-

de decir que cuando la Procuraduría se constiLuyc en arbitro median-

te elección de jurisdicción por parte de los particulares (art. 59 -

IU. Niccto Alcalá 7;.JTt)("Q y QEtillo, Proccoo, Autxxx:rrp:sicién y Autx:rlefcnsn, J.édoo, 

l..lW-{1 2a. Ediclciái LCJ79, p.p. 174 y 175. 
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~i6n VII inciso e) se realiza propiamente un proceso. es decir -

en el que las partes prueban y alegan, f'ormalidades primarias de las 

que reviste todo procedimiento¡ sin embargo conviene hacer rcsaltar­

que el laudo arbitral, que se" pronuncia carece de fuerza vinculativa 

para las partee puesto que, por un lado carece de facultades para -

ejecutar sus determinaciones, debiendo acudir el interesado ante los 

tribWlales para ejecutarlo mediante la :figura procesal denominada h2 

molog11ci6n (art. 59 fracción VIII inciso e), enf'ocándose desde lue­

go, de acuerdo a la naturaleza del contrato o acto jurídico, así co­

mo de las partes que intervienen en él. En lo referente al procedi­

l!liento administrativo regulado en lo fracción VIII inciso d) del ar­

tículo 59 de la Ley de la materia, constl tuye una ratif'icación de la 

tesla expuesta de que es un procedimiento paraprocesal ya que el si­

lencio del proveedor no implica una sanci6n, así como la :falta de -

concurrencia al proceso por parte del proveedor, es decir como en el 

proceso civil la doctrina ha denominado juicios en rebeldía de lo -

cual también se puede desprender que la P.rocurndurfa Federal del Co!! 

aumidor no es un organo jurisdiéciona.l. 

Por otra parte, de la derivación de este proceso se puede con­

cluir que la Procuraduría al no resolver el :fondo del asunto, se - -

constituye en un organismo atípico fiscal. 
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4.2) IRREGUl.ARIOAm:s E INEFICACIAS DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

EN LOS CONTRATOS DE COMPRAVENTA. 

En el presente apartado se pretende hacer una breve exposición-

de algunas de las irregularidades e ineficacias mán sobresalientes -

dentro del procedimiento administrativo que se realiza en la Procur!!_ 

duría Federal del Consumidor. de acuerdo a las f'acultades que le - -

otorga la Ley de la materia, en lo ref'erente al contrato de compra-

venta. 

La Ley Federal de Protección al Consumidor cotablccc que sus -

disposicior1es se aplicarán, entre otros contratos, a la compraventa-

en sus diferentes modalidades, sin considerar en ningún momento que-

esta pueda ser civil. Por lo que se hace necesario para una mejor -

estructuraci6n de la Ley en comento, que los criterios de regulación 

en materia contractual, deben atender sobre todo a que la misma, e6-

lo se aplicará en aquéllos o:::ntmtos especif"icndos en sus preceptos -

y, jamás a otros, pues como nucede en el contrato de ref"erencia al -

que se le dan dos tratamientos dif'erentes, uno por la lcgisiación º!: 

dinaria y otro por la Ley del Consumidor. 

De hecho, la compraventa de inmuebles está regulada sólo cuando 

el proveedor sea fraccionndor o constructor de vivienda, ( nrts. 3o. 

y 27 ) lo que no justif'ica su inclusión en la Ley. 

Ahora bien, es necesario que los contratos regulados por la - -

Ley, se conccptuen debidamente y no se haga mención de loa mismos de 

manero expresa o implicita o por demás ambigua, ya que en la citada-
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Ley se hace referencia a la vez a varios contratos en un mismo artic!! 

lo. 

En las ventas a domicilio. establecida en los artículos 46 al 49 

de la Ley rererida, se excluye la venta de bienes perecederos recibi­

dos por el consumidor y pagados de contado; confonne al artículo 48 -

del mismo ordenamiento la venta a. domicilio se perfecciona a los cin­

co días hábiles contados a partir de la f'inna del contrato respectivo.· 

El consumidor tiene la facultad de "revocar" su consentimiento, 

en este contrato sin tener responsabilidad alguna, debiéndose hacer -

mediante aviso, entregando personalmente al agente en su caso, remi­

tirlo por correo certif'icndo con acuse de recibo o bien por otro me­

dio fehaciente. Situaci6n que se contrapone con lo establecido en -

los artículos 1796 y 1797 del C6digo Civil, de los que se desprende -

la fuerza obligatoria de lou contratos. Técnicamente no debiera de­

jarse nl arbitrio de las partes el cumplimiento de los contratos; la­

euaencia de responsabilidad del consumidor sería evidente, consider&!! 

do que se debi6 detallar en f'orma de of'erta a plazo y no considerar -

al contrato f'ormado sino después de transcurrido cierto pla?.o. 

La :forma de contrataci6n máa usual en la comercialización de bi~ 

nea es la compraventa en abonos, siendo esta modalidad en la que la -

Ley establece .una normación espccíf'icn, esta reglamentaci6n reproduce 

lo expuesto por el C6digo Civil en el artículo 2311 adecuando su tex­

to a las particularidades de. la Ley, destacándose también !!Qui que la 

Ley establece mecanismos de control f'uera del contrato a dif"erencin -
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del Código sustantivo ref'erido. que en el artículo 2311 in i"ine sc­

snnciona contractualmente a la convención respectiva con la nulidad. 

Separa parcialmente del sistema de reuolución de obligaciones que -

f'ijn el C6digo Civil en el artículo 1949 al establecer en el artíc!! 

lo 29 de la Ley del Consumidor que cunndo se demande la rescisión o 

cumplimiento por mora del comprador, tendrá derecho el consumidor a. 

optar por ln rescisi6n si pag6 más de la tercera parte del precio o 

por el pago del adeudo vencido, más las prestaciones que legalmente 

procedan, por tanto la f'orma empleada y ou pretendida innovación al 

darle al consumidor la opción de esa vía; al plantearse el problema 

de f"ondo, se desvanece en forma. clara el cumplimiento í'orzoao o la 

resolución de las obligaciones que es un problema de incumplimiento 

del contrato y asimismo el consumidq.r incumpli6 a pesar de su ilus~ 

ria opción ya que será el mismo incumplimiento que señala el Código 

Civil. 

La única reglamentación del crédito que hace la Ley *'n rela- -

ción al interés, es en el artículo 21_ en el que se establece el si!. 

tema de cómputo de intereses que deberán causarse únicamente sobre 

la diferencia que resulte entre el precio total y el enganche, esto 

ea la cantidad pagada. a cuenta del precio.. Los intereses debcrful -

calcularse sobre oaldos insolutos como lo establece el articulo 25 

y su pago no podrá cx.ieirno por adelnntado, sino únicamente por pe­

ríodos vencidos; disposición que. se encuentra en el Código Civil -

por lo que respecta al beneficio del plazo que establece el artícu­

lo 1958. 
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Por lo que respecta nl Procedimiento Administrativo, se destacan 

varias sí.t.uacioncs n saber; en la etapa conciliatoria si las pnrtes -

llegan a un arreglo celebrando un convenio en el que se obliguen de -

pleno derecho ( ort. 59 fracción VIlI inciso e ) y si el proveedor no 

llegnrá a cumplirlo, se le impondrán las sanciones previstas de con­

formldo.d en el artículo 90 en su segundo párraf"o. El incumplimiento­

de ese convenio ameritará las sanciones previstas en el artículo 86,­

mismas que van desde multas hustn por el importe de quinientna vccee­

cl salario mínimo general diario vigente en el Distrito Federal, cln_!! 

aura temporal hastf1 por sesenta días o el arresto administrativo has­

ta por 36 horas. 

Cuando se ha dicta.do la resolución administrativa correspondien­

te, fundamentada en loa artículos 86, 87 y 90 de la Ley Federal de -

Protección al Consumidor, ne dejarán a salvo los derechos del consum! 

dar para que exija como corresponda el cumplimiento coactivo de las -

obligaciones a cargo de la parte proveedora ta1 y como consta en el -

convenio celebt'ado; sin embargo, aUn cuando se sanciona al provccdor­

por inc:umplimicmto, la part.c consumidora tendrá que v.cudir al organo­

juriadiccional a cf"ccto de que se cumpln el convenio, y la Procuradu­

ría s6lo actuará como un organismo coadyuvante del orgnno jurisdicci~ 

nal; ya que puede ejecutar parcialmente sus resoluciones pero no los­

convcnios. 

No' debe pasarse por alto unn importante situación, si las partes 

r-



86 

no celebran el convenio concilintorio, eo decir que el proveedor no-

efectué ofrecimientos que lo obliguen de pleno derecho y ademán se -

niegue a someter sus dif"erencias al arbitraje de la Procuraduría Fe-

deral del Consumidor, el proveedor no quedará obligado a nada y mie~ 

tras si&a prevaleciendo esa si tunción el perjuicio recaerli en el CO!! 

sumidor, considerado en el procedimiento como la parte más debil en-

el contrato. 

Tal y cOatO se encuentra estructurado el procedimiento concilia~ 

rio se podría pensar que sirve de platafonna al procedimiento arbi-

tral, pero nl ser voluntario, queda completamente desvirtuada la - -

existencia y f'inalidad de la instancia conciliatoria. 

Ovalle Fabela ne refiere al procedimiento conciliatorio advir- -

tiendo que "la eficacia de este medio reside, en última instancia, -

en la aceptación voluntaria del proveedor, del convenio concilioto-

rio 1 siendo por tanto dicho procedimiento ineficaz". 42 

Ciertamente el procedimiento conciliatorio ante la Procuraduría-

Federal del Connumidor es insuficiente para resolver las controvcr-

sios planteadas ante la misma, puente que el cumplimiento de las - -

obliencionea contractuales queda sujeto al arbitrio del proveedor, -

si t.uación que no es comprensible toda vez que interviene una autori-

dad que t.utela, protege y reprencntn los intereses de los consumido-

rcn 1 lo que resulta insuficiente no sólo por lo ya cxpucxto, sino -

además por carecer de una debida cst.rucluración y, lo que es más - -

4? Jm.'! Or..lllc Fib.:!la, Aliµn; prcblrnc.u de la proto:x:.ién al Cb"u..mickr m lédco, 

Vol. V. Edil. Uw.t., /lrnnrlo Jurídioo, ~en. llTJ'9. i:ug. 53 
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importnnte, la falta de obligatoriedad paro que el proveedor se som~ 

ta al arbitraje, el que sería una consecuencia inmediata, ncccaa.ria­

y obligatoria; de lo contrario, es decir, tn.ientras los procedimien­

tos conciliatorio y arbitral se encuentren ligados al criterio de -

loa particulares, no será lo eficaz que se estimó por el legislador. 

COmo punto sobresaliente a tratar, con una crítica positiva, sin ¡--

ánimo pesimista. pero como una realidad que ojalá y se supere la ar-

bi trariedad que se cometo en la Procuraduría Federal del Consumidor-

cuando se celebran más de dos audiencias de conciliaci6n, para lo -

cual no está f'acultada, apercibiendo al proveedor si no acude a la -

aegunda o tercera 11audiencia11 • EatQ sucede en la práctica todos los 

días y el artículo 59 fracción VIII i"ncino b) establece que sólo se-

rá una y exccpcionnlm.e:ntc dos, de no haber concurrido el consumidor-

a la audiencia de concillaci6n, y haya. juatif"icado su inasistencia,-

toda vez que no existe f'undu.mcnto pnra la realización de esa irregu-

laridad que ea por demás injustif'ico.da .. 

En todo caso si no es posible conciliar en una nudicncin que el­

Ejecutivo Federal promueva la .ref"orma correspondiente. 

El Procedimiento Administrativo ostablecido en el artículo 59, -

fracción VIII inciso d}, como ya se expresó faculta al Procurador P!. 

ra analizar ton hechos motivo de la reclamación, en loa ca.sos en que 

no hubo arreglo conciliatorio ni compromiso arbitral o el praveedor­

no asistió a la audiencia a que se ref'icre el inciso b) pero sí el -

consumidor, ante estas si tunciones que Be presentan en las casos - -
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planteados, se otorga a las partes diez días comunes para que o:fre,! 

can pruebas y Cormulen alegatos, dictaa..in&ndosc la Resoluci6n Admi­

nistrativa correapandlente en el lapso que marc:a la Ley y que no -

excedci-á 15 dlas hlíbilea, situnci6n otra que lamentable111ente no OC!! 

rre en la realidad, pues a veces tardo. hasta Wl afta en eai tlrse di­

cha resoluc16n, lo que no penni te a los partes y en espeCial al C<>!! 

suaidor para acudir a dirimir sus controversias a loe tribunales. 

En realidad este procedi•iento ce.o los anteriores no solucionan de 

manera f'ectible las quejas presentadas por los consumidores, toda -

vez que cuando la Procuradurla aanClona al proveedor econ.S.icamente 

por in:f"racci6n a la Ley, ésta s6lo favorecen al Estado y no al con­

sumidor, a menos que el caso lo amerite y se realice una clausura. -

en la empresa proveedora con la que el proveedor responde a la re­

cl811l8ci6n del conewaidor allan6ndoee a sus pretensiones con el obj_! 

to de que la autoridad le retire los sellos i11¡>uestos. 

Por lo que es de concluirse cientff'icamente, que los procedi­

mientos que regulo. acbJnlmente la Ley Federal de Protecci6n al Con 

sumidor a efecto de proteger y resolver los intereses de l.os cons!!_ 

midores carece de una eficacia real ya que oi sus disposiciones no 

se encuentran debidamente estructuradas, _a la Procuraduría le f"alta 

una auténtica fuerza coercitiva para obligar al proveedor a través 

de sus resoluciones. 



CAPITULO V 

PERSPECTIVAS DE LA PROTECCION AL CONSUMIDOR 

EN MEXICO. 

A) ACTUALIZACIOH JURIOICA 

B) PERSPECTIVAS DE LA PROTECCIOH AL 

CONSUMIDOR. 
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A) AcTUALIZACION JURIOICA. 

Con fecha 26 de octubre de 19B7 el Ejecutivo Federal envi6 a -

la Cámara de Diputados del H. Congreso de la Uni6n, la iniciativa -

de decreto que ref'onna y adiciona el Código de Procedimientos Civi-

les para el Distrito Federal y la Ley Federal de Protección ol Con-· 

sumidor 1 que tiene relación especial con la ejecución de loa laudos 

que emite y los convenios que se suscriben ante la Procuaduría Fed~ 

rol del Consumidor. Esta iniciativa que aprob6 el Congreso Federal 

actuaiiz6 y transform6 la protección al .Consumidor de modo trascen-

dente. 

Como consecuencia se requiere efectuar un análisis de la pro-

puesta, y a :fin de ser lo más objetivo posible, resulta convcnicn-

te transcribir la expoaici6n de motivos del Ejecutivo Federal y -

realizar un cuadro comparativo de los preceptos que se reformaron! 

a) EXPOSICION DE MOTIVOS: 

"La necesidad de facilitar por todos los medios posibles la -

pronta y expedita impartici6n de justicia, es un arraigado anhelo 

nacional, que en la '!poca actual adquiere caracteres de notoria u! 

gencía. La legislación debe ser cOnflrucnte con ese postulado bá.s! 

co y, en consecuencia, deben simplificarse los procedimientos que 

corresponde desahogar a los interesados ante las autoridades. 

Al interpretar conjuntame(lte los preceptos relativos vigentes 

de la Ley Federal de Protecci6n ul Consumidor y del Código - -

¡--
' 
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de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal, han surgido -

en la práctica dudas sobre la ejecutoriedad de los convenios cel!:. 

brados ante la Procuraduría Federal del Consumidor y de los lau­

dos emitidos por la misma, así como sobre la procedencia de la -

vía ejecutiva civil cuando la parte a quien correspondo. demandar­

e! cumplimiento hubiere celebrado un acto de naturaleza civil, 

como ocurre en los casco de arrendamiento de vivienda. 

Ello puede estorbar no sólo una correcta aplicaci6n del pri!!: 

ci pio de ~conomía procesal, sino también puede afectar los valores 

de seguridad jurídica y de ágil impartici6n de la justicia~ 

En erecto, la Ley Federal de Protección al Consumidor otor­

ga a la Procuraduría del ramo, la f"acultad de aprobar los conve­

nios que las partes celebran en el procedimiento conciliatorio -

que ante ella se desahoga, pero de hecho, en caso de incumplimie!.!. 

to de ellos, los tribunales se han negado, en casos, a dcspochar­

sin más los mandamientos de ejccuci6n que deberían corresponder lo 

que hace recomendable que las disposiciones en ambos ordenamien­

tos se precisen en el mayor grado posible. 

Ello ha ocasionado maleatar entre los intervinientes, como -

marcadamente se observa en loa casos de controversias entre arre!! 

dadores y arrendatarios, de casas habitación en el Distrito Fe­

deral, pues a pesar de que las recientes ref'ormas a las normas -

sobre arrendamiento promovidas por la H. Cámara de Diputados -

señala~an como uno de sus pr6posi tos, facilitar y acelerar -
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la solución de problemas, coto se ha visto obstaculizado en la re!! 

lidad por la exigencia legal dcaahognr doblemente tales diligen- -

cias de conciliaci6n. 

C8be señalar que, aunque el problema bosquejado no se ref'ie-

re únicamente o. situaciones relativas.a arrendamientos de vivienda, 

objeto de especial prcocupaci6n de este gobicnto, sino que es co--

mún a todas las modalidndes de relaciones entre proveedores y con-

sumidores, es en esos casos donde se ha manif'eatudo con especial -

impacto social. 

Por lo minmo es motivo de especial prcocupaci6n. buscar y r'!_ 

solver los diferentes problemas que confronta la vivienda, r-azón -

por la que los programas y acciones que se han elaborado necesitan 

de m.ccnnismos o instrumentos legales idóneos, ágiles y actualiza-

dos que ayuden t\ su pronta y cxpédita solución11 • 

El artículo 10 del Decreto pretende rcf'ormar y adicionar los 

ar.tículos 444, 500, 504 y 961 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Dlstri to Federal y el artículo 2o. del mismo decreto pre-

tende re!"ormar y adiciomr el articulo 59 .fracción VIII, inciso e) 

de la Ley Federal de Protecci6n al Consumidor. 

b) Cuadro comparativo 

Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. 

ArL 444. - Las sentencias que ca~ 

ecn ejecutoria y los convenios -

TEXTO PROPUESTO 

que causen ejecutoria y -



judiciales, laudos o juicios de 

contadores, motivarán cjccuci6n, 

si el interesado no intentaré -

la vía de apremio 

Art. 500.- Procede la vía de a­

premio a instn.ncia de parte, -

siempre que se trate de la eje­

cución de· una sentencia o de un 

convenio celebrado en el juicio, 

ya sea por lU:a partes o por te! 

ceros que hayan venido al jui­

cio por cualquier motivo que -

sea. 

Art. 504.- La ejecuci6n de las 

sentencias arbitrales, se hará 

por el juez competente dcsign!_ 

do por las partes y 1 en su de­

fecto por el juez del lugar del 

juicio, y, si hubiere varios, -

por el de número más bajo.· 

Art. 961.- Una vez contestada -

1 a demanda y , en su caso 1 la r!: 

convención el juez señalará de 

inmediato fecha y hora para la-
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los convenios judicialca, los 

convenios celebrados ante la­

Procuraduría Federal del Con-

sumidor 1 los laudos que emi tn 

la Procuraduría Y los laudos­

º juicios de contadores. mot!. 

varán cjccuci6n, si el intcr~ 

sado no intentaré la vía de -

apremio". 

Art. 500.- 11 

"Esta disposici6n eerá aplic_! 

ble en la ejecución de conve­

nios celebrados ante la Proc.!:::!_ 

raduría Federal del Consumi­

dor y de los laudos emitidos­

por dicha P;ocuraduría". 

Art. 504.- ºLa ejecuci6n de -

las sentencias arbitrales, de 

los convenios celebrados ante 

la Procuraduría Federal del -

Consumidor y de loa laudos -

dictados por ésta, se hará -

por el juez competente desig­

nado por las partes o, en su­

def'ecto, por el juez del lu­

gar del juicio". 

Art. 961.- •• 



celebracion de una audiencia -

previa y de conci liaci6n den­

tro de los cinco días siguien­

tes. 

Si wui du las partes no -

concurre sin causa justi:ficada, 

el juez la sancionará con una -

multa hasta por los montos cet!! 

blccidos en la fracción II dcl­

artículo 62 de este c6digo. Si 

dejaren de concurrir ambas par­

tes sin justificación, el juzg_!! 

dor las sancionará de igual ma­

nera. En ambos casos el juez -

procederá a examinar las cues­

tiones relativas a la depura- -

ci6n del juicio. 

Si asistieren las dos partea, 

el juez examinará las cuestio­

nes rclati vas a la legitimación 

procesal y luego se procederá a 

procurar la conciliaci6n que C!!_ 

tará a cargo del conciliador -

adscrito al Juzgado. 

96 



El conciliador escuchará -

las pretensiones de las partes 

y propondrá al tcrnativns de ª!? 

lución al litigio, procurando­

una amignble composición. Si­

se obtiene el acuerdo entre -

las partes se celebrará el CO!_! 

venia respectivo, que si reune 

los requisitos de Ley, será a­

probado por el juez y tendrá -

fUerza de cosa juzgada, dándo­

se con ello, por terminado el­

juicio. 
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11 La audiciencia a que ee refi!:_ 

re la presente dieposici6n 1 no 

tendrá lugar cuando se hubiere 

tramitado el procedimiento co!!. 

ciliatorio ante la Procuradu­

ría Federal del Consumidor". 
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LEY FEDERAL DE PROTECCION AL CONSUMIDOR 

TEXTO VI GENTE 

Art. 59.- La Procureduria Fede­

ral de Protección al Consumidor 

tiene las siguientes atribucio-

neo: 

1. a VII.- ••••• 

TEXTO PROPUESTO 

Art. 59.- "La Procuro.duria F!!, 

deral del Consumidor tiene - . 

las siguientes atribuciones: 

l. a VII.- •••• , 

VIII.- "Procurar la satisfacci6n de los derechos n los con­

sumidores, conforme a los siguientes procedimientos". 

a) al d).-

e) Los reconocimientos de los -

Proveedores de obl.igacioncs a su 

cargo y los ofrecimientos para -

cumplirlas, formulados ante la -

Procuraduría Federal del Consum,! 

e) "Loa reconocimientos de -

los consumidores y proveedo­

res de sus obligaciones a su-

cnrgo, y los ofrecimientos P.! 

ra cumplirlas, que consten -



dar, que consten por escrito 

y senn aceptados por el con­

sumidor oblignn de pleno de­

recho, Los laudos que dicte­

la Procuraduría traen apare­

jada ejecución, le que podrá 

promoverse ante los tribuna­

les competentes. 
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por escrito y sean aceptadas 

por su contraparte, formula­

dos ante la Procuraduría Fe­

deral del Consumidor, obli­

gan de plcnO derecho. Toles 

reconocimientos y los laudos 

que dicte la mencionada Pro­

curaduría, traen aparejada -

ejecución, la que podr-á pro­

moverse ante los tribunalcs­

competentes en forma inmcdi!!_ 

ta en la via de apremio o en 

el juicio Ejecutivo a elec­

ci6n del interesado". 

Como puede apreciarse con esta propuesta de decreto, el Ejec~ 

tivo Federal muestra sus nobles prop6sitos por fortalecer la segu­

ridad jurídica de los gobernados consumidores. 

La difícil situación por la que ha atravesado el organismo -

descentralizado, Procuraduría Federal del Consumidor. es evidente­

al observar como los laudos que emite para definir las controver­

sias consumidor-proveedor no tienen ejecuci6n, y lo mismo puede B_! 

ñalarse respecto de los convenios que las partes conciliadas sus­

criben ante dicho órgano. 
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Como ya apuntamos las atribuciones que tiene ese organismo de:!_ 

centralizado atípico, con carácter de autoridad. sigue siendo disc~ 

tiblc la constitucionalidad de sus netos... Por ello, pensamos que -

debcr:Cn considerarse a. esta Procuraduría no como un organismo des­

centralizado, sino más bien, como una Unidad dependiente de la Se--: 

cretarra de Comercio y Fomento Industrial que tiene atribuciones p~ 

ra intermediar en lns actividades comerciales, y resolver en dcf"in!, 

tiva el carácter de autoridad. 

Con las reformas y adiciones al Código de Procedimientos Civi­

les para el Distrito Federal y a 1a Ley Federal de Protccci6n al -

consumidor, se di6 carácter definitivo a los procedimientos que a:e 

lleven a cabo ante dicho 6rgnno. además de :facultar a1 mismo para. -

regular la ejecución de sus reaoluciones por medio de loo tribuna­

les; hacer esto Óparcntcmente resolvió el problema. y decimos apa­

rentemente porque sí bien es cierto que existe un interés social y 

público por proteger a los consumidores, también es cierto que no -

es posible ni conveniente poner a mercc-rl de un organismo descentra­

liza.do a los 6rgnnos del Poder Judicial. 

El consti tuyentc permanente reformó la Fracci6n I del artículo 

104 Cona ti tucional en 1968 para consti tucionaliznr la jurisdicción 

administrativa especializada y autónoma¡ con ello se resolvi6 la -

honda discusión nccrca de la constitucionalidad dc1 Tribunal Fiscal 

de la Federación, por considerar que invadía la esf'era de atribuci2 
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nea del Poder Judicial Federal. 

En efecto, el segundo párrafo de la Fracción I del artículo -

104 Constitucional dispone: 

ºLas leyes federales podrán instituir tribunales de lo con te!! 

cioso-administrativo dotados de plena autonomía para dictar sus f'!!; · 

llos que tengan a su cargo dirimir las controversias que se susci­

ten entre la Administración Pública Federal o del Dietri to Federal 

y los particulares. estableciendo las normas para su organización, 

su funcionamiento, el procedimiento y los recursos contra sus res.2_ 

lucioncs11
• 

La reforma de 1968 modi fic6 también ·la parte conducente de -

las leyes orgánicas del Poder Judicial y la de amparo, establecie!! 

do con apoyo en el artículo 107 Fracción V, inciso b) de la Const! 

tución Federal, el amparo ::le una sola instancia contra sentencias­

definitivns pronunciadas por loe tribunales administrativos, lo -

que signif'icó el reconocimiento para efectos del mismo derecho de­

amparo la naturaleza judicial de los tribunales administrativos. 

Los efectos inmediatos de la reforma mencionada fue la eren-

ción del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del D.F., que -

significó otro p&so adelante en el desarrollo de la jurisdicción -

administrativa mexicana. Def'initivamente se di6 un adelanto en r!! 

lación a la regulación del Tribunal Fiscal de la Federación y del­

Tribunal de lo Contencioso Administrativo, los que poseen faculta-
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des imperativas para imponer sus determinaciones y el orden en cl­

procedimiento, a través de las medidao de apremio y disciplinarias, 

así como para exigir el cumplimiento de la sentencia protectora -

del administrado, por conducto de un procedimiento de ejecución -

inspirado en lo establecido por la ley de amparo. 

Puede afirmarse que la evolución de la jurisdicción adminie­

trati va mexicana ha culminado con el entablccimiento creciente dc­

organismos de justicia administrativa, por lo que si la Procuradu­

ría Federal del Consumidor pretende en su carácter de organismo -

descentralizado actuar como un tribunal administrativo, deberá ser 

creado expresamente como tal 1 y de ninguna manera debe forzarse la 

ley para abrirle paso a un tribunal administrativo de hecho const! 

tuido como organismo descenlralizado, y todavía peor poner a su -

servicio a los juecesª 

Por otra parte, la doctrina ha determinado que la divisi6n de 

poderes, si bien es cierto que es un principio esencial para la d!:, 

mocracin, también es cierto que es un principio que se encuentra -

en una profunda crisis, porque rnñs bien lo que existe es una divi­

sión y coordinoción del trabajo entre los órganos del Estado¡¡ ade­

más, reconocido está que desde un punto de vista material los pod.!:; 

res Ejecutivo, Legislatho y Judicial, indistintamente llevan a C!­

bo actos administrativos, legislativos y jurisdiccionalesª 

De este modo tenemos por ejemplo que la Suprema Corte de Jus­

ticia de la Nación dentro de suo atribuciones ejercita actos admi-
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nistrat.ivoe con relación a sus bienes, ejecuta actos legislativos -

para su normntividnd interna; y es bajo estos conceptos que los tr! 

bwmlcs administrativos únicamente tendrían por fin el ratificar -

sus propias· resoluciones con lnn que el demandado oc encuentra in­

conforme, conaccuentemente no invaden la carera Judicial, respetán­

dose su jurisdicci6n •• Loe tribunales administrativos aún dotados -

de autonomía propia, no se desprenden propiGmente de la misma admi­

nistreci6n puesto que los encargados de impartir las resoluciones -

serían por dcsignnci6n del propio Ejecutivo. 

Por l.o anterior, convendría que el Ejecutivo Federal hiciera -

una profunda valoraci6n para determinar que la Procuraduría Federal 

del Consumidor se constituya como una unidad dependiente directamc!! 

te del Ejecutivo, hábida cuenta de los resultados que ae han gener.! 

do; no sin dejar de comentar también la presión econ6mica y políti­

ca de algunos industriales, obteniendo inmoralmente prebendas en su 

f'avor que han hecho nugatoria la justicia para los consumidores; y 

en otro extremo la aplicación rigorista de la ley del consumidor a 

aquel los proveedores comerciantes que no tienen arreglos o bien que 

carecen de medios de instrumentos para invocar su def'ensa. 

Igualmente. señalar que loa convenios y los laudos en materia 

de protección al consumidor no traen aparejada ejecuci6n no es acee, 

table, puesto que tenemos que admitir que existen múltiples docu­

mentos no s6lo de carácter público sino también los de carácter -
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privado que traen aparejada ejecución. como sería el caso de un ti­

tulo de crédito, ya que lo que se persigue con la ejecuci6n do un -

documento, ya sea público o privado, ea la certeza de dichos actos, 

_Y en este caso no puede invocarse la falta de ejecuci6n o de certe­

za del acto puesto que en los miemos participa una institución pú­

blica. 

Finalmente, no queremos decir que lo. iniciativa de decreto de 

reformas y adiciones que presentó el Ejecutivo Federal sea negati-

va; no, al contrario t.enemos que afirmar que el problema por lo que 

se ve, se quiere reaolver. sin embargo; pretender enderezar una -

insti tuci6n sin una técnica jurídica apropiada me parece riesgoso; 

no puede admitirse tampoco que este organismo descentralizado funja 

al 1nismo tiempo como juez y parte, (ejem: cuando el consumidor no -

asiste a la audiencia de conciliación de Ley y la Procuraduría con-

tinúa con el procedimiento; en la etapa de desahogo de pruebas, en 

la resoluci6n, etc.): par otra parte como se explica que en los co!! 

venias celebrados ante dicho organismo no se acredite la personali­

dad de las partes y se admita tal circunstancia con la simple decl! 

ración de bajo pro tes ta de decir verdad. 

Estas y muchas otras interrogantes se desprenden del análisis 

técnico d~ la ley de la materia. 

El Congreso de la Unión aprobó las reformas mencionadas y :fue­

ron publicadas con :fecha 12 de enero de 1988; debe reconocerse que 

este organismo hn :funcionado como un auténtico catalizador social, 

que de alguna manera frenado y contrarrestado loe 
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abusos de los comerciantes, que por cierto no son mesiánicos. Por 

ello, no proponemos que desaparezca la tutela a cargo del Estado, 

hacerlo seria frqD"Jer la destrucción del carácter socia.l que debe 

impregnar a cualquier democracia del mundo. 

En un plan crítico prepositivo la obligaci6n como universita­

rio, mós moral que jur{dica, estimo QUC es pronunciar criticDmente 

y desde una perspectiva cientí.fica que tanto el Ejecutivo Federal 

como el Congreso de la Uni6n, dejaron pasar esta oportunidad hist~ 

rica para consolidar o esta Insti tuci6n social de acuerdo con la -

Constituci6n 1'~ederal. Ahora, nos resta esperar las tesis que emi­

ta sobre el particular el órgano jurisdiccidnal y desde luego, el 

futuro de la Procuraduría Federal del Consumidor y de los consumi­

dores con esta no.iedoeay protectora reforma. 

Por último, sabemos que las normas e instituciones son perre=. 

tibles y estamos seguros de que se ha dada: un paso muy importante 

en la pr-otección social de los consumidores que finalmente es el -

fin de la just..icia. 
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B) PERSPECTIVAS DE l.A PROTECCION AL CONSUMIDOR. 

Los ·?apítulos anteriores de este trabajo, han sido elaborados 

con la intención de plasmar de uno manera objetiva la protección a~ 

ministrativa con que cuentan los consumidores hoy en dia en nuestro 

sistema. jurídico. 

La .finalidad del presente capítulo, reside escencialmcnte en -

resal tnr en foMlUl preciso la proyccci6n ~n el campo y la aplicaci6n 

de las normas del derecho del consumo ~, por tanto, las perspecti­

vas que se presentan desde un plano jurídico, político, social Y -

económico que se estima se de en un f'uturo iruncdlato a los consumi-

dores. 

La protecci6n administrativa que se pretendió otorgar a los -

conswnidorce con la Ley Federal de Protección al Consumidor, no ha 

logrado desafortunadamente los prop6si tos que se planteó el lcgial!_ 

dar, yn que la Ley como un instrumento para corregir vicios y def.o!: 

mociones del aparato productivo, distributivo e impulsor de la act,! 

vidad productiva, propiciadna por la ampliación del mercado inter­

no, realmente no han permitido orientar la política del régimen, h!! 

cia ln modernización del sistema económico y, especialmente , lo d.!: 

fenea del interés popular. 

La política comercial debe ner uniforme y general y tener un -

efecto preventivo, a efecto de prohibir ciertas prácticas de merca­

do y proteger a los consumidores como colectividad. 

En algunos ordenamientos de paíeCs al tamcnte desarrollados por 

tanto con una administración muy poderosa, se han introducido recie !! 

temen te, como se pudo apreciar en el segundo capítulo de este traba-
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jo, varios medios de carácter técnico paru evitar el avallosrunicnto­

dc ln csf'era jurídica de los aef!nintstrados, y en eota dirección pod~ 

mos mencionar al Ombudaman, es decir al organismo dependiente del -

cuerpo lcg_ialativo, del ~jecutivo o de ambos, que recibe laa rcclo.m!! 

clones de los particulares contra la actividad_ algunas veces' abusi­

va de los proveedores de bienes o prestiidorcs de servicios~ 

Se han creado diveroaa leyes que en sucesi6n o simultáneamente -

ato.Jlcn a la actividad econ6micu de gobernant.ca y gobernados con la -

f'inalidad de controlar sun relncioncn econ6micas.. Por ende, el con-

trol relativo al consumo parece ser nlgo limitado, aunque na: tan ea:­

trccho como el control de precios, históricamente ligado al combate-

de la inflnci6n .. 

En el derecho positivo mexicano, se pueden encontrar normau des­

tinadas a ln protccci6n del consumo que en realidad son máa ampliae­

que las contenidas en la Ley Federal de Protecci6n al Consumidor. 

En el régimen actual. he.y previsiones que: miran a la productividad -

misma que además de aí'ectar las relaciones pt'ivadas o. trav6s de litn! 

tnciones, condicioncs 1 restricciones, cargas y sanciones, acuden a -

programas y planc:n de incentivos, frnnquíciaa, eubsidion y apoyos de 

todo género,. 

Mencionar que la protecci6n al consuma, considerando tan s6lo -

una Ley qua se destine a la contratación mercnntíl, encauzuda a la -

enajenación y el uso y goce temporales de los bienes y l.:. preataci6n 

do servicios, es a.tender únicamente un sector, tal. vez el tnás reduc!_ 
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do de la rcgulnci6n sobre la materia. Sin embargo desde éste ángulo 

es que se ha desarrollado un conjunto estructuralmente unitario, que 

cuenta con un aparato orgánico, que no se reduce a la Procuraduría -

Federal del Consumidor, sino que o.barco al Instituto Nacional del -

Consumidor, también organismo descentralizado, dotado de personali­

dad jurídica y Patrimonio propios, cuyas finalidades se encuentran -

establecidas en el articul.o 68 de la Ley del Consumidor, cuyas :fina­

lidades son de informar y cnpa~itar al consumidor en c1 ·conocimiento 

y ejercicio de sus derechos; de orientar al consumidor para que uti­

lice racionalmente su capacidad de compra; de orientarlo en el cono­

cimiento de prácticas comerciales publicitarias lesivas a su interés. 

Asimismo pretende aunpiclnr hábitos de consumo que protejan el pa.tr_! 

monio fami.l iar y promover un sano desarrollo econ6mico. 

La Procuraduría Federal del Consumidor y el Instit.ulo N::icional -

del Consumidor tutclon diversos dcrechoB, y aunque el Instituto ha -

profundizado más alla de su competencia, esto no ha sido suf'icicntc­

parn influir de modo de:finitivo en la protección de los consumidores. 

Ln intervención de la Procuraduría Federal del Consumidor que -

por disposición de la Ley actúa en representación de los consumido­

res. sería más decisiva !31 t.odc coc sinnúmero de contratos que no e!! 

tún sujetos a un reeistro específico, pudieran controlarse odlninis­

trativamcntc cuondo menos en cuanto a su legalidad. 

En fin. ln sociedad de consumo estiinulada especialmente por el -

cap.i talismo que hao(_l su cxpnnsi6n, crecimiento y existencia misma -
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en los consumidores, debe admitir, pnra. que pueda prevalecer, cier­

tos dcr-echos mínimos del consumidor y al mismo tiempo, producir con­

lcal tad y ética profesionnlca. De lo contrario el interés social rn2 

tivnrá ·neccsnrlamcnte una mayor intervención del Estado para conte­

ner esa fuerza o.scura quo hace de la sociedad actual, consumistas d~ 

pendientes desespcradoo.. De todos modos, por ahora sabemos que laa­

insti tuciones son perf'ectiblco. y que seguramente llegará el momento, 

porque los mexicanos concicntes de nuestro destino y con la esperan­

?.a de siempre, aspiramos arribar o ordenamientos jurídicos que reco­

jan _con mayor rigor las aspiraciones de un pueblo que lucha por des2 

to.rse las cadenas del subdesarrollo. 



e o N e L u s I o N E s 
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1.- El incremento en el consumo como resultado del aumento de pobl!! 

ci6n, ha creado la necesidad de reorientar al aparato product! 

vo hacia la satiefacci6n de loa requerimientos más urgentes de 

la sociedad. 

2.- Los controles jurídicos D1!1s usuales que se utilizaron antes de 

la era de protecci6n administrativa al consumidor son el jui­

cio ordinario civil, el juicio de responsabilidades y el proc.!: 

so penal. 

3.- ·t.a tradicional y discutida sepa.ración entre lo civil y lo mer­

cantil resulta ya insuficiente, respecto de los actos jurídi­

cos que caen dentro de la Ley Federal de Protecci6n al Consum! 

dor. 

4.- Es indiscutible quo lns disposiciones de le Ley Federal de P~ 

tecci6n nl Consumidor, muestran en gran medida un avance en -

las ramas que comprende el llamado derecho social; sin embargo 

éste se encuentra sujeto a modificaciones, por la necesaria -

evoluci6n de la Protecci6n Administrativa del Consumidor. Es 

de pritnordinl importancia la regulación de los contratos que -

contiene la Ley, porque los principios que le rigen y por ende 

que se aplican a las í"iEUras que comprenden difieren de los e!! 

marcndoa por el derecho privado. 
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5.- De la Ley Federal de Protección al Consumidor se desprende que 

n los contratos de compraventa son aplicables los principios -

generales del derecho, a saber:· de orden público e interés so­

cial; no contravenir lo di spueoto en la Ley; derechos de 1011 -

conswnidores irrenunciables; y, la Ley citada estará por enci­

ma de otras dtsposicionea en centrarlo. 

6.- La protecci6n administrativo. que otorga la Ley Federal de ?ro­

tecci6n al Consumidor, se cnractcrh:a por la impreci6t6n y va­

gtiedad en la regulaei6n de las relaciones contractuales que d!_ 

ben pertenecer a ou ámbito. Lo anterior es ocasionado por dos 

situaciones: on pr!tU<tr lugar, no so dctonoina expresamente en 

todon los contratos, loa cuales estarán sujetos a las disposi­

ciones de ésta Ley; y, en segundo lugar, loa conceptos de pro­

veedor y consumidor Bon tan amplios y multívocotJ que se extie!! 

de eu aplicación a operaciones contractuales en las que l.oa -

partee se encuentran al ampo.ro de otras leyes. 

7 .- Es necesaria una debida cspoclflcaci6n de los conceptos de Pt"2 

veedor y consumidor, ya que con ello ee evitar-ian confusiones 

Y abueoa en la aplicaci6n de la Ley ns{ como controves:-slas con 

otras leyes que regulan si tuacionea contractualea similares. 
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a .. - El c.onccpto de protccci6n nl consumidor de ln Ley se encuentl"a 

sumamente hipcrtrof"iado, yn que comprende una serie de aspec­

tos de otras disposiciones legislativas, por lo que es necesa­

rio circunscribirlo a un ámbito más cepecí:fico que podría ser 

pnra los consumidores que soliciten en el mercado la adquisi­

ción o ln prestación de bienes y servicios, cre61ldo en consc­

cuencin un mejor control dentro de un sistema de economía de -

mercado. 

9.- Indebidamente en la práctica se hnn considerado proveedores a 

lna pcrsonns f'ísicns vendedoras eventuales y por desconocimie_!! 

to de. la Ley, son aancionadns arbitrariamente Por la Procut'ad!:! 

rín Federal del Consumidor. La Ley específica claramente en -

los artículos 5° y 27 que al contrato de compraventa de iruuue­

bleo s6lo serán nplicablcn aos disposiciones, cuando el pro- -

veedor reuna la calidad de f"raccionador o constructo?" de vi- -

viendas para venta al público.. Esto aignificn que si algún -

particular vende cu casa habi taci6n. autom6vil, indebidamente 

se le considera como proveedor .. 

10.- Entre los contratos que es necesario ec regulen y espccif'iqucn. 

oin cont;ravenir lo dispuesto por el Código Civil, ca el de CO!I_! 

prnventa, clat'o está que con las características que sean inh~ 

rentes por cclcbra!"se entre proveedores y connumidores .. 
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Igualmente debcria ampliar~e la reglamentación de los contra­

tos de crédito a los particularco, como nería el caso del co!! 

trato de promesa de compraventa .. 

11.- Como 6rgono encargado de vigilar el cumplimiento de loa proc.!:_. 

dlmicntos celebrados ante la misma, la Procuraduría Federal -

del Consumidor carece de los medios coercitivos ncccnarioG p!!_ 

rn resolver el fondo de los conflictos que conoce. En este -

sentido, se sugiere que se constituya como una unidad depen­

diente de la Secretaría de Comercio y Fomento Industrial como 

mera Procuraduría y que los tribunales administrativos diri-

man las controver9ios. De este modo la Procuraduría actuaria 

como un organismo coadyuvante del órgano jurisdiccional, que 

es el que se encuentra facultado para administrar justicia de 

acuerdo a lo que eatablecc la Constitución. 

12.- La regulación actual de los atribuciones que le otorga la Ley 

a la Procuraduría Federal del Consumidor, es incongruente con 

las concedidas al órguno Juri ediccional. Pues como. ocurre en 

innumerableG ocasiones, las problemas que no puede resolver -

la Institución tienen que ser cncsminados, si el consumidor -

cotá diopucGLo a solucionar la controversia, a los tribunales 

competentes constituyendo otro ob~túculo para las partes en -

la solución del conflicto. 
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13.- Una de las disposiciones que mayores dudas y cuestionamientos 

habín suaci tado es el hecho de que lns parten el no arreglar 

el conf"licto planteado ante la Procuraduría Federal del Cons.!:!_ 

midor, ya sen en la etapa conciliatoria o en la dcsignaci6n -

de arbitro• las partes no pueden acudir a los Tribunales a ª.'! 

meter sus pretensiones litigiosas toda vez que el artículo 59 

f"racci6n VIII inciso f') • condiciona tal situaci6n hasta que -

la Procurnduria no emita una resoluci6n administrativa en la 

que únicamente se resuelve si el proveedor viol6 o no la Ley 

en cita, y en consecuencia se viola la garantía consignada en 

el artículo 17 constitucional. 

14.- Los medios más cf"icaces pnrn lograr la justicia del. Consumi­

dor, así sea parcial de sus prentcnsioncs, se encuentra en el 

procedimiento conciliatorio y en el arbitraje, que se llevan 

ante la Procuraduría Federal del Consumidor¡ ein embargo, la­

mentablemente la e:ficacia de estos dos medios depende de la -

aceptación voluntaria del proveedor, con lo que se derriba el 

anhelo de protección que se pretende con la Ley. 

15.- Pnra una ef'icaz protección de intereses colectivos. estimo -

que no basta ln protección mediante 6rganos administrativos o 

político-administrativos, ni de procuradurías, sino que debe 

buscarse su protección por la vía judicial, sin pretender con 

esto ln desaparición de la Procuraduría. 
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16.- Los conflictos suscitados en el campo del consumo se vierten.­

en el sector administrativo o en el judicial, pero hay que -

considerar y tener presente al arbitraje privado corno una f6!:_ 

mula que si bien ce cierto se o.cerca nuis al procedimiento ju­

dicial, no deja de tener uno. amplia reallzaci6n contractual o 

administrativo., en la que además la Administrac16n Pública -

participe. 

17.- Coneidoro que la Procuraduría Federal del Consumidor debe te­

nerse como una unidad coadyuvante de los 6rganos de juriedic­

ci6n administrBtiva. 

18.- La juriedicci6n o.dministro.tiva en México ha evolucionado de -

modo significativo y se ha resua1to el problema de la consti­

tucionalidnd de los tribunales administrativos. Por tnnto la 

Procuraduría no debe convertirse en un Tribunal Administrati­

vo de hecho, ni orrogarse atribuciones del órgano jurisdicci~ 

nal y menos aún aomoter a su servicio a los jueces. Con las 

ref"onnas a.l C6digo do Procedimientos Civiles y a la Ley Fede­

ral de Protecci6n al Consumidor, definitivnm.ento se avanz6 en 

la protecci6n social de los consumidores aunque se espera que 

en un f'uturo se haga con mayor precisi6n técnico jurídica. 
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